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Resumen

El presente estudio aborda, desde una perspectiva histórica y un análisis del espacio supramunicipal, las conse-

cuencias de la reforma local operada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad 

de la Administración Local, en relación con el espacio local supramunicipal, especialmente en relación con las 

diputaciones provinciales, los cabildos y consejos insulares, así como en menor medida sobre las mancomuni-

dades de municipios y las comarcas, singularmente las aragonesas y catalanas.

Partiendo de un análisis de la necesidad de la reforma local en el marco constitucional y estatutario a que ella 

se ciñe, se abordan el espacio supramunicipal desde un punto de vista histórico, su caracterización administra-

tiva y territorial, y fundamentalmente las consecuencias que la Ley 27/2013 tiene, con su tramitación histórica 

(informe del Consejo de Estado, y enmiendas en el Congreso y el Senado).

Se recogen las funciones clásicas y las nuevas funciones de las diputaciones provinciales, la coordinación por 

estas de los servicios obligatorios de los municipios de menos de 20 000 habitantes y sus atribuciones sobre los 

planes de ajuste económico-financieros del artículo 116 bis LRBRL.

Finalmente se hacen unas reflexiones en materia de consorcios con respecto a las legislaciones autonómicas.

Palabras clave: reforma local; racionalización; sostenibilidad supramunicipal; comarcas; provincias; diputaciones; manco-

munidades; áreas metropolitanas; consorcios; comunidades autónomas; funciones; coordinación; prestación de servicios; 

supervisión; Tribunal Constitucional; consecuencias.

Intermediate local governments in Spanish local law. Some thoughts after the sustainability 
reform

Abstract

This article studies, from historical and supramunicipal perspectives, the consequences of the local reform laun-

ched by Law 27/2013, of 27 of December, on rationalization and sustainability of Local Administration. In par-

ticular, the article deals primarily with the consequences of the reform regarding the supramunicipal level 

(intermediate local governments like diputaciones, cabildos and consejos insulares) and, to a lesser extent, 

with the impact of the reform on associations of municipalities and regions (mancomunidades), especially the 

associations located in Aragon and Catalonia.

On the basis of confining the reform of local law to the current constitutional and autonomous statutory regi-

me, the article studies intermediate local governments from a historical perspective and define them from an 
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administrative and territorial standpoints, as well as it addresses the consequences of Law 27/2013 taking into 

account the drafting process (reports of the Council of State and amendments passed by the Spanish Parlia-

ment).

The article analyses the classical and new competences of intermediate local governments (diputaciones), its 

coordination of the minimum municipal services of an obligatory nature of municipalities of less than 20.000 

citizens and its powers regarding the economic-restructuration plans established by article 116 bis of the basic 

state local law.

Keywords: local reform; rationalization; supramunicipal sustainability; regions; provinces; intermediate local governments 

(diputaciones); association of municipalities (mancomunidades); metropolitan areas; consortiums; Autonomous Commu-

nities; competences; coordination; public services; supervision; Constitutional Court; consequences.

1. Planteamiento de la cuestión: la necesaria 
reforma local

Una de las escasísimas bondades de la profunda crisis 
económica en que estamos inmersos, es la necesidad 
perentoria, por imperativo económico de mantenimien-
to del sistema, de reformar en profundidad las Adminis-
traciones Públicas. Bajo ese parámetro, se vienen apro-
bando multitud de decretos leyes desde el inicio, o más 
bien desde la constatación de la crisis, dada la imposibi-
lidad de financiar las entidades y servicios públicos con 
los ingresos tradicionales que regían el sistema adminis-
trativo derivado de la Constitución Española de 1978.
En ese sentido es paradigmática la reforma de la Cons-
titución de septiembre de 2011 (la segunda tras la re-
forma del artículo 13.2 de la Carta Magna, para ade-
cuarse al derecho de sufragio pasivo en las elecciones 
locales previsto para los nacionales de la Unión Euro-
pea en el Tratado de Maastricht de 1992), que estable-
ció una nueva redacción para el artículo 135 de la Car-
ta Magna1, consagrando el principio de equilibrio pre-
supuestario, lo que ha dado lugar a la posterior Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presu-
puestaria y Sostenibilidad Financiera.

En dicha línea de sostenibilidad financiera del sector 
público en su conjunto, se ha venido exponiendo desde 
muy diversos sectores la imperiosa necesidad de proce-
der a una profunda reforma del conjunto de las Admi-
nistraciones Públicas, especialmente en lo referido a la 
articulación de las competencias y el ejercicio de estas 
previsto por el Título VIII de la Constitución Española.

En ese sentido, debemos destacar que las reformas 

iniciadas tienen en el ámbito local una arquitectura y 
un basamento legal centrados en una legislación bási-
ca estatal que hasta el momento se recoge en dicho 
ámbito local fundamentalmente en la Ley 7/1985, de 2 
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

Esta Ley, que ha sido modificada en numerosas oca-
siones –siendo las modificaciones más importantes las 
realizadas por las leyes 11/1999, de 21 de abril, de mo-
dificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases del Régimen Local, y otras medidas para el 
desarrollo del Gobierno Local, en materia de tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial y en 
materia de aguas, y 57/2003, de 16 de diciembre, de 
medidas para la modernización del gobierno local–, es 
de necesaria referencia y, en su caso, revisión si preten-
de alterarse el sistema institucional y competencial del 
régimen local español, previsto en los artículos 140 a 
142 de la Carta Magna de 1978.

Ahora bien, sin perjuicio de esa determinación bási-
ca estatal que se realiza al amparo del título competen-
cial recogido en el artículo 149.1.18.ª, lo cierto es que el 
hecho autonómico plasmado en el Título VIII de la pro-
pia Constitución establece un ámbito competencial para 
las comunidades autónomas en relación con el régimen 
local, que ha sido específicamente ampliado por las re-
formas de los estatutos de autonomía de Cataluña, An-
dalucía, Comunidad Valenciana y Aragón –aprobados 
por las leyes orgánicas 6/2006, de 19 de julio, de refor-
ma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, 2/2007, de 
19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, 1/2006, de 10 de abril, de Reforma de 
la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de 

1. Al respecto de dicha reforma, vid. Martín Bassols coma, “La reforma del artículo 135 CE y la constitucionalización de la 
estabilidad presupuestaria: el proceso parlamentario de elaboración de la reforma constitucional”, Revista Española de Derecho 
Administrativo, núm. 155, Civitas-Thomson Reuters, julio-septiembre de 2012, págs. 21 a 41.
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Autonomía de la Comunidad Valenciana, y 5/2007, de 
20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de 
Aragón–, y en menor medida Castilla y León –aprobado 
por la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de 
reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León–, 
que suponen unas limitaciones2, como posteriormente 
señalaremos, para las posibilidades reformadoras del le-
gislador estatal, al menos en el sistema actual estableci-
do por la interpretación del Tribunal Constitucional3 de 
dichos títulos competenciales.

Esas limitaciones son especialmente importantes 
para el espacio supramunicipal, dado el fuerte grado 
de “interiorización autonómica” de las entidades loca-
les existentes en dicho ámbito, tal y como destacó la 
STC 214/1989, aunque dicha interiorización debe res-
petar la garantía institucional de las diputaciones des-
crita por el mismo alto tribunal en su STC 32/1981 
(aunque hoy en día habría que hablar más de garantía 
de las provincias que de las diputaciones)4.

En cualquier caso, y pese al escaso peso en el con-
junto del gasto público que las entidades locales tienen 
frente a las comunidades autónomas y a la Administra-
ción General del Estado, existe un amplio consenso en 
la necesidad de abordar con urgencia un conjunto de 
reformas del régimen local, que no solo se vinculan 
con la contención del gasto y la racionalización de 
este, sino que pretenden tener más alcance5.

Al amparo de dicho impulso reformista, se creó en 
el seno del Instituto Nacional de Administración Públi-

ca una Comisión interadministrativa de estudio de la 
reforma local6, que dio lugar a un documento objeto 
de debates que cristalizó en diversas versiones del An-
teproyecto de Ley de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local, el cual, tras su estudio por 
el Consejo de Ministros en su sesión de fecha 15 de 
febrero de 2013, el dictamen de la Comisión Nacional 
de Administración Local de 21 de mayo de 2013, e 
innumerables reuniones tanto en el seno de la Admi-
nistración General del Estado como con los colectivos 
afectados, fue remitido a dictamen del Consejo de Es-
tado el día 26 de junio de 2013; posteriormente, tras 
varios cambios de hondo calado, fue aprobado como 
Proyecto de Ley el 26 de julio de 2013, y finalmente, 
tras diversas enmiendas en Congreso y Senado, dio lu-
gar a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionali-
zación y sostenibilidad de la Administración Local.

Ahora bien, la reforma que se pretende abordar 
con la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Ad-
ministración Local, pese a su ambicioso título, se cen-
tra, a pesar de la fundamentación de su ambiciosa ex-
posición de motivos, tan solo en cuatro aspectos, tal y 
como se recoge en el párrafo tercero de la exposición 
de motivos, que señala que la reforma “persigue varios 
objetivos básicos: clarificar las competencias municipa-
les para evitar duplicidades con las competencias de 
otras Administraciones de forma que se haga efectivo 
el principio ‘una Administración una competencia’, ra-
cionalizar la estructura organizativa de la Administra-

2. Este fenómeno ha sido denominado “interiorización” del derecho local, y en general puede consultarse en Luis 
cosculluela montaner y Eloísa carBonell Porras (dirs.), Reforma estatutaria y régimen local, Civitas-Thomson Reuters, Ministerio 
de Ciencia e Innovación, 2011. Debemos destacar que, al amparo de los títulos competenciales recogidos en su estatuto de 
autonomía, diversas comunidades autónomas han aprobado legislaciones en relación con esta materia, que pretenden incidir 
en la línea de la “interiorización” del derecho local en las comunidades autónomas, y que han supuesto, incluso antes de las 
reformas estatutarias del periodo 2006-2008, una impugnación de las capacidades legislativas del Estado sobre esa materia 
ante el Tribunal Constitucional, en los recursos 1523-2004, interpuesto por el Parlamento de Cataluña, 1598/2004, interpuesto 
por el Gobierno catalán, y 1741/2004, promovido por el Gobierno de Aragón, que han sido resueltos por la STC 103/2013, de 
25 de abril. Sobre esta materia véase, con respecto a la interiorización, Luis orteGa álvarez, “El régimen local en los nuevos 
estatutos de autonomía”, en Santiago muñoz machado (dir.), Tratado de Derecho Municipal, tomo I, 3.ª edición, Iustel, 2011, 
págs. 253 a 285; y con respecto a los límites de la facultad legislativa en la organización de los servicios públicos locales del 
Estado, Encarnación montoya martín, “Las fórmulas de gestión de los servicios públicos locales: los entes instrumentales”, en 
Congreso europeo sobre descentralización territorial y administración local: Sevilla 9, 10 y 11 de mayo de 2007, Instituto 
Andaluz de Administración Pública, 2009, págs. 215 a 258.

3. Sobre el papel del alto intérprete de la Carta Magna es imprescindible la obra de Germán fernández farreres, La contribución 
del Tribunal Constitucional al Estado autonómico, Iustel, 2005.

4. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre las provincias es analizada por José Luis rivero ysern, en Manual de 
Derecho Local, sexta edición, Thomson–Civitas, 2010, págs. 241-243, a lo que habría que añadir la posterior y clave STC 
31/2010, sobre el Estatuto de Cataluña, con respecto a la regulación veguerial.

5. Al respecto vid. Tomàs font i llovet y Alfredo Galán Galán (dirs.), Anuario del Gobierno Local 2012, Fundación Democracia 
y Gobierno Local, 2013.

6. Dicho grupo, sin reflejo en disposición específica alguna, parte de una Propuesta de modificación del articulado de la Ley 
7/1985, reguladora de las bases del régimen local, en relación con las competencias de las entidades locales (Grupo de 
colaboración interadministrativa del INAP), de 25 de mayo de 2012. Luego han circulado sucesivas versiones del Anteproyecto 
de Ley (13 de julio de 2012, 28 de enero de 2013, 18 de febrero de 2013, 24 de mayo de 2013 y 22 de julio de 2013).
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ción local de acuerdo con los principios de eficiencia, 
estabilidad y sostenibilidad financiera, garantizar un 
control financiero y presupuestario más riguroso y fa-
vorecer la iniciativa económica privada evitando inter-
venciones administrativas desproporcionadas”. 

Por tanto, pese al importante calado que tiene esta 
reforma, deja al margen otros aspectos sustantivos que 
son ineludibles en relación con la reforma de la planta 
local en su conjunto, y que, dada la premura del tema de 
la financiación y la racionalización del sector público, se 
dejan apartados para ulteriores ocasiones, desperdician-
do en opinión de la doctrina7 una oportunidad histórica.

Podemos resumir, en base a esos cuatro objetivos, 
que nos encontramos con una Ley “de crisis” y no 
aprobada como consecuencia de la crisis, con un enfo-
que absolutamente económico de ahorro del gasto pú-
blico para reducir el déficit público (los famosos 7127 
millones de euros de ahorro comprometidos por esta 
materia en el marco del MOU8), con vertientes en las 
estructuras y competencias, todo ello bajo la óptica de 
la estabilidad presupuestaria derivada del artículo 135 
de la Carta Magna y la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, con un posterior enfoque (no se realizaba en los 
primeros borradores) de incentivación de la actividad 
económica particular, eliminando autorizaciones super-
fluas, pero no entrando en una reforma en profundidad 
del entramado institucional implantado en 1985.

2. El espacio supramunicipal. Análisis histó-
rico9

El objeto del presente análisis es el del espacio supra-
municipal, por lo que debe –dentro de la materia a 

estudiar– realizarse un previo excurso histórico de las 
articulaciones de nuestro pasado con respecto a las en-
tidades supramunicipales; así, ya desde finales del siglo 
XVIII, y pese a la profunda “castellanización” a que 
hace referencia García Marín10, la estructura territorial 
española, si bien podía resultar homogénea en todo el 
territorio nacional, con las singularidades forales vasca 
y navarra, no respondía a una homologación estricta a 
la actual organización territorial, aunque con base en 
las intendencias sí se podía destacar ya una estructura 
provincial.

La base para el estudio de la estructura territorial es 
el denominado censo de Floridablanca11. Tal y como se 
puede desprender del propio título, y pese a una cierta 
generalización territorial caracterizada por la adopción 
de la planta castellana durante el reinado de los prime-
ros Borbones, en el ámbito supramunicipal e infrapro-
vincial la división normal es, como destaca Cifuentes 
Calzado12, el partido; pero junto a él aparecen en el 
propio censo numerosas entidades supramunicipales, 
tales como merindades en Castilla y León, jurisdiccio-
nes en Galicia, hermandades en Álava, corregimientos 
sustituyendo a las veguerías en Cataluña, valles en Na-
varra, etc. Además de la fundamental división entre 
territorios de realengo y aquellos sometidos a señorío, 
todavía subsistente en esta época, y a la que hace refe-
rencia el propio censo de Floridablanca.

Partiendo de esa generalización, la existencia de 
pueblos carentes de ayuntamientos era muy habitual 
en el territorio nacional, realizándose el gobierno de 
dichas poblaciones en torno a ciudades y lo que se ha 
venido a denominar municipios-comarca13. 

Teniendo en cuenta, por tanto, la existencia de una 
base provincial y otra de partidos, no parece descabe-

7. Así lo ha señalado Luis cosculluela montaner, en “Reforma de la administración local. Una oportunidad de modificar la 
planta local que no puede perderse”, Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 157, Civitas-Thomson Reuters, enero-
marzo de 2013, págs. 11 a 19.

8. Sobre los efectos del Memorandum Of Understanding puede consultarse Gaspar ariño ortiz y Miriam García, Vindicación 
y Reforma de las Cajas de Ahorro, Thomson-Civitas, 2013, págs. 174 a 184.

9. Un estudio monográfico en la materia puede observarse en Fernando García ruBio, Evolución histórica del espacio 
comarcal, URJC-Dykinson, 2007.

10. José M.ª García marín, La reconstrucción de la Administración territorial y local, INAP, 1987, pág. 15. España divida en 
provincias e intendencias, y subdividida en partidos, corregimientos, alcaldías mayores, gobiernos políticos y militares, así 
realengos como de órdenes, abadengo y señorío. Obra formada por las relaciones originales de los respectivos intendentes del 
reyno, a quienes se pidieron de orden de S. M. por el excelentísimo Señor Conde de Floridablanca, y su Ministerio de Estado en 
22 de marzo de 1785, editado en facsímil por el INAP–BOE en 2003.

11. Edición en 1789 (Imprenta Real). Reedición BOE 2001.
12. Ángel cifuentes calzado, “Antecedentes de la comarca: la comarca como entidad territorial”, en La comarca y la 

Administración territorial, CEMCI, 1986, pág. 16.
13. Ramón martín mateo, Entes locales complejos, Trivium, 1987, pág. 150, que indica: “El patrón espacial e institucional 

del Antiguo Régimen, se basaba fundamentalmente en municipios-comarcas que englobaban una serie de lugares, entidades, 
grupos de población, no reconocidos jurídicamente, pero que giraban en torno a las cabeceras de la zona, mercado desde luego 
y fortaleza normalmente también”.
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llada la idea de Gallego Anabitarte14 de rechazar el es-
tudio de las instituciones administrativas partiendo de 
la Constitución gaditana, sin relación alguna con el 
Antiguo Régimen, puesto que a diferencia de Francia, 
en la que las reformas revolucionarias modificaron ra-
dicalmente la estructura administrativa, la obra de los 
constituyentes y de los Gobiernos liberales a partir de 
1833 simplemente aceleró reformas borbónicas, acen-
tuando el uniformismo y la generalización.

No obstante, debemos en honor a la verdad desta-
car, tal y como se encargó de afirmar Ferreira Fernán-
dez15, la desvertebración institucional del espacio inter-
municipal en el Antiguo Régimen, puesto que, salva-
das determinadas excepciones muy puntuales, durante 
el Antiguo Régimen no existió una base administrativa 
comarcal operativa y generalizable que pudiera consi-
derarse un precedente de las actuales comarcas, sobre 
todo en el aspecto de lo generalizable, puesto que las 
diversas fórmulas a las que hemos hecho referencia –
merindades, señoríos, corregimientos, etc.– tienen 
muy pocos elementos institucionales en común. Pero 
son bases para tener en cuenta a la hora de abordar el 
origen del sistema territorial de la Constitución.

Como antecedente inmediato del régimen munici-
pal gaditano nos encontramos, tal y como destaca José 
Antonio Escudero16, con la reforma de José I Bonapar-
te, centrada en los decretos de 4 de septiembre de 
1809 sobre municipalidades, y 17 de abril de 1810, 
que perfeccionó el anterior y situó a los ayuntamientos 
bajo la dependencia inmediata de los prefectos provin-
ciales. Dichas reformas no suprimieron la figura del co-
rregidor, aunque sí la integraban en algunos aspectos 
en la Administración municipal –al ser designado por la 
Junta Municipal en los municipios de menos de 2000 
habitantes–, y con carácter general lo subordinaban al 
prefecto, manteniéndose en líneas generales la estruc-
tura territorial originada durante el siglo XVIII, pero ló-
gicamente bajo la nueva legalidad de la Constitución 
de Bayona y del sistema bonapartista de centralismo 
que, por la virtual situación de guerra en que se pre-
tendió introducir, no logró imponerse más allá del  

respaldo que le otorgaban las bayonetas francesas.
La invasión napoleónica sirvió como revulsivo para 

el cambio que las Cortes constituyentes impulsaron, 
propiciándose incluso, con anterioridad a la aproba-
ción del texto constitucional, fundamentales actos jurí-
dicos que servirían para producir un aletargamiento de 
las comarcas en cuanto entidades territoriales, y así, en 
primer lugar, el Decreto de 6 de agosto de 1811 supu-
so la incorporación a la nación de los Señoríos jurisdic-
cionales, permitiendo que aquellos otros con una sim-
ple base territorial o solariega quedaran en la clase de 
los demás derechos de propiedad particular, lo cual 
supuso, tal y como señala García Fernández17, que más 
de la mitad de los pueblos de España pudieran optar al 
autogobierno, hasta entonces vedado a ellos por sus 
dependencias de señores laicos o religiosos, pero en 
paralelo supuso la desarticulación de unidades territo-
riales homogéneas supramunicipales que englobaban 
a dichos pueblos de entorno al Señorío, y que, al no ser 
sustituidas por mor del artículo 310 de la Constitución 
gaditana, dejaron un vacío que, en el nivel supramuni-
cipal e infraprovincial generalista, no así en el ámbito 
judicial con la figura de los partidos, no sería cubierto 
hasta el advenimiento del Estado autonómico.

La configuración de la estructura territorial consti-
tucional, se produjo con la aprobación de la Constitu-
ción de 19 de marzo de 1812 y la posterior Instrucción 
para el gobierno de las provincias de 23 de junio de 
1813, que, con los diversos avatares del reinado de 
Fernando VII, supusieron el inicio de una senda consti-
tucional y de influencia francesa.

En el proceso de elaboración de la Constitución, se 
acordó, tal y como reseña Orduña Rebollo18, una nueva 
estructura supramunicipal.

El siglo XIX tiene sobre la estructura territorial espa-
ñola un doble prisma: por un lado, una progresiva mo-
dernización, unificación y uniformización, que supone 
un avance notable sobre el período anterior, y, por otro 
lado, un conjunto de vaivenes políticos importantísi-
mo, que dota al sistema de una inestabilidad evidente.

Por un lado el uniformismo, que parte ya con raíces 

14. Alfredo GalleGo anaBitarte, “Notas histórico-jurídicas sobre régimen local español”, en Actas del II Simposium de Historia 
de la Administración, Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1971, pág. 535.

15. A. Xavier ferreira fernández, La comarca en la historia, Universidade de Santiago de Compostela, 2000, págs. 35 a 39.
16. José Antonio escudero, “Los orígenes del municipio constitucional”, en El municipio constitucional. II Seminario de 

Historia de la Administración 2002, INAP, Madrid, 2003, pág. 17.
17. Javier García fernández, El origen del municipio constitucional: Autonomía y centralización en Francia y España, Instituto 

de Estudios de Administración Local, 1983, pág. 239.
18. Enrique orduña reBollo, “El municipio y la organización territorial del Estado constitucional”, en El municipio 

constitucional. II Seminario de Historia de la Administración 2002, INAP, Madrid, 2003, pág. 84.
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del siglo XVIII en el Decreto de 3 de abril de 1711 para 
el Reino de Aragón, en el cual se suprimieron los fueros 
que ya habían sido suprimidos por Decreto de 29 de 
junio de 1707 para Valencia, estableciendo una Nueva 
Planta territorial, complementado con los decretos de 
28 de noviembre de 1715 para el Reino de Mallorca y 
16 de enero de 1716 para el Principado de Cataluña.

Por tanto, pese a la opinión de otros autores –como 
Ferreira Fernández o Cifuentes Calzado– de que el prin-
cipal efecto del nuevo régimen constitucional sobre el 
ámbito comarcal es la desaparición de dicha estructura 
y su sustitución por la provincia, nosotros consideramos 
que la principal característica del régimen constitucio-
nal en relación con el espacio comarcal es el estableci-
miento de un espacio uniforme de carácter laico y civil, 
ya sea con carácter judicial o carácter administrativo en 
todo el territorio nacional, suprimiendo los ámbitos co-
marcales señoriales y progresivamente los ámbitos co-
marcales eclesiásticos, pese a la confesionalidad cierta 
del Estado, tanto en el Estatuto de Bayona de 1808 
como en la Constitución gaditana de 1812, y a lo largo 
de todas las Constituciones del siglo XIX español.

De hecho, la primera gran reforma territorial, par-
tiendo, eso sí, del trabajo ingente realizado por el cen-
so de Floridablanca, se realiza bajo el gobierno de José 
I Bonaparte, puesto que, a través de un Real Decreto 
de 17 de abril de 1810, se articula el territorio nacional 
en treinta y ocho prefecturas y, lo que es más impor-
tante a nuestros efectos, ciento once subprefecturas, 
incardinándose tres de las referidas subprefecturas en 
cada una de las prefecturas, a excepción –tal y como 
señala Escudero19– de los casos de Ciudad Real, Cuen-
ca y Teruel, cuyas prefecturas contenían tan solo dos 
subprefecturas, y del caso murciano, donde existían 
cuatro de dichas subprefecturas.

La importancia de dichas reformas, pese a lo efíme-
ro de su vigencia y la escasa extensión en el territorio 

nacional de sus instituciones, ha sido estudiada entre 
nosotros por Amando Melón20 y José Mercader Riva21.

La referida división prefectural de José I fue diseña-
da por José María de Lanza, tal y como afirma García 
Álvarez22.

Pero lo cierto es que el principal elemento de con-
figuración de la estructura territorial de ámbito supra-
municipal e infraprovincial en la Administración ac-
tual, y la pauta fundamental de la evolución histórico-
administrativa de dicho ámbito a lo largo del tiempo 
desde la época que estamos analizando, es la obra de 
las Cortes gaditanas; no obstante, en primer lugar –
siguiendo a Orduña Rebollo23– existieron unas medi-
das previas para convertir en realidad la existencia de 
un espacio territorial homogéneo, y debemos desta-
car el Decreto propuesto el 31 de julio de 1811 y 
aprobado el 6 de agosto de dicho año bajo el título 
de “Incorporación de los Señoríos Jurisdiccionales a la 
Nación”.

De hecho, tal y como señala García Fernández24, 
mientras que el Estatuto de Bayona se caracteriza por 
apenas contener referencias a la organización munici-
pal –solo el artículo 93 contiene una referencia indi-
recta, al preceptuar que los diputados de América y 
Asia serían nombrados por los ayuntamientos, que a 
su vez serían designados por los virreyes o los Capita-
nes generales–, la Constitución gaditana sí que esta-
blece una regulación –a juicio del autor– “exuberan-
te”, puesto que el Título VI de la propia Carta Magna 
está destinado al “gobierno interior de las provincias 
y de los pueblos”, componiéndose de 29 artículos, 
del 309 al 337.

Junto a ello debemos recoger también las referen-
cias a los partidos judiciales de ámbito netamente co-
marcal, contenidas en el Título V de dicho texto sobre 
las referencias de los tribunales y los artículos 272 y 
273 de forma expresa.

19. José Antonio escudero, Curso de historia del derecho, pág. 944.
20. Amando melón y ruiz de Gordejuela, “El mapa preceptual de España. 1810”, en Revista de Estudios Geográficos, núm. 

13, 1952, págs. 5 a 72, así como “Inmediata génesis de las provincias españolas”, en Anuario de historia del derecho español, 
núm. 27-28, 1957-1958, págs. 17 a 59.

21. José mercarder riva, “La instauración primera del Ministerio de Interior en España bajo José Bonaparte”, Hispania, núm. 
150, 1982, págs. 183 a 206, y José Bonaparte, Rey de España 1808-1813. Estructura del Estado español bonapartista, Madrid, 
1983.

22. Jacobo García álvarez, Provincias, regiones y comunidades autónomas. La formación del mapa político de España, 
Secretaría General del Senado, 2002, págs. 197-198.

23. Enrique orduña reBollo, “Organización del territorio. Partidos judiciales y consolidación del Estado constitucional en 
España”, en Subdivisión en partidos judiciales de la nueva división territorial de la península e islas adyacentes, Boletín Oficial 
del Estado, 2000, pág. 23.

24. Javier García fernández, “El municipio en los orígenes del constitucionalismo español. Notas sobre la génesis de la 
organización municipal a través de tres modelos constitucionales”, en El municipio constitucional. II Seminario de Historia de la 
Administración 2002, INAP, Madrid, 2003, págs. 49 a 51.
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Ahora bien, el artículo 12 de la Constitución de 
1812, que habilita para el desarrollo de una nueva es-
tructura territorial de España, es innegable que influyó 
en la provincialización, ya evidente desde la figura de 
las intendencias de las reformas ilustradas y el carácter 
constitucional, así como el ámbito ideológico imperan-
te por el liberalismo importado.

Esos fundamentos teóricos que tienen su importan-
te génesis en la obra revolucionaria francesa –y aquí 
cabe destacar la investigación cardinal realizada por 
García de Enterría–, son los que Francesc Nadal25 deno-
mina los fundamentos teóricos y la práctica institucio-
nal del modelo territorial liberal.

De todas formas, debemos destacar que el modelo 
no es uniforme y permanente, sino que son tenden-
cias, puesto que, tal y como ha estudiado entre noso-
tros Concepción de Castro26, se produce una evolución 
entre un primer período de administración centraliza-
da, entre 1810-1813, una reforma descentralizadora 
del Trienio Liberal, entre 1820-1823, un modelo fuer-
temente centralizador de los moderados a partir de 
1845, que se identifica con el primer período de 1810-
1813, y un modelo descentralizador de los progresistas 
que conecta con el período del Trienio Liberal.

Así, Beatriz López Morán27 señala que, a su juicio, 
no existen dos modelos de Administración liberal, uno 
conservador o moderado, más centralista, y otro pro-
gresista y más descentralizado, puesto que ambos, 
moderados y progresistas, establecen una legislación 
conformando el municipio y las diputaciones provincia-
les como ámbito de la Administración territorial, consi-
derando a las diputaciones como prolongación de los 
municipios, y estableciendo un aparato institucional de 
la nueva Administración que permanece intacto inde-
pendientemente de los Gobiernos.

En sí, podemos señalar –conforme a Posada– que 
los legisladores de 1812 planearon el edificio político-
administrativo de la España del siglo XIX28.

En la propia Galicia, cuyos autores han revindicado 

la pervivencia del fenómeno comarcal a lo largo de la 
historia, se señalan, tal y como destaca Barreiro Fer-
nández29, apoyos y rechazos al referido modelo centra-
lista, puesto que el liberalismo se fundamenta en que 
la existencia de un poder central muy poderoso puede 
acabar con el feudalismo que se esconde en las institu-
ciones del Antiguo Régimen.

No obstante, Cifuentes Calzado señala30 que el 
Constitucionalismo tiene como efectos la negativa de 
la existencia legal de la comarca y la interrupción de su 
evolución histórica, puesto que la orden del artículo 
310 de la Constitución de Cádiz de poner ayuntamien-
tos donde no los hubiera hace desaparecer, al menos 
legalmente, todo el sistema y toda la estructura de la 
configuración territorial del Antiguo Régimen.

Podemos destacar que el modelo constitucional de 
1812, y sus normas de desarrollo, obvian un ámbito in-
termedio entre el municipio y la provincia con carácter 
general de ámbito administrativo, aunque sí lo consa-
gran a nivel judicial con la figura de los partidos judicia-
les; no existen, al igual que existían en el sistema prefec-
tural josefista, tal y como destaca Sánchez–Arcilla31, 
unas circunscripciones territoriales intermedias entre las 
prefecturas y las municipalidades, que son las subpre-
fecturas, en cada una de las cuales existía un subprefec-
to, al cual competía obedecer y hacer ejecutar las órde-
nes del prefecto, y dar su parecer acerca de las quejas y 
peticiones presentadas por las municipalidades, existien-
do en cada subprefectura una junta general de subpre-
fectura compuesta por diez individuos, con competen-
cias análogas a las juntas generales de prefecturas.

El desarrollo constitucional de los preceptos de los 
artículos 309 y 310 de la Constitución se realizó (tal y 
como afirma Sánchez-Arcilla32) en base a tres disposi-
ciones: 

– El Decreto de 23 de mayo de 1812, por el cual se 
autorizaba a cualquier pueblo que no tuviese ayunta-
miento y cuya población no alcanzara las mil almas, en 
base a sus particulares circunstancias de agricultura, 

25. Francesc nadal, Burgueses, burócratas y territorio, Instituto de Estudios de la Administración Local, Madrid, 1987, págs. 
21 a 37.

26. Concepción de castro, La revolución liberal y los municipios españoles, Madrid, 1979.
27. Beatriz lóPez morán, A comarcalización histórica de Galicia en el siglo XIX, Xunta de Galicia-Escola Galega de 

Administración Pública, 1995.
28. Adolfo Posada, Evolución legislativa del régimen local español, Madrid, 1912, págs. 66 y 67 (reedición IEAL, 1982).
29. Xosé Ramón Barreiro fernández, “Administración y sociedad en la Galicia liberal (Aproximación metodológica)”, en 

Historia da Administración Pública, I Simposio da Historia da Administración Pública, EGAP, Santiago, 1993, págs. 211 a 223.
30. Ángel cifuentes calzado, “Antecedentes de la comarca: La comarca como entidad territorial”, en La comarca y la 

Administración territorial, CEMCI, 1986, págs. 34 a 36.
31. José sánchez-arcilla Bernal, Historia del derecho español, Cálamo, 2005, págs. 1041 y 1042.
32. José sánchez-arcilla Bernal, Historia del derecho…, op. cit., págs. 1079 y 1080.
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industria y población, la posibilidad de solicitar por me-
dio de la diputación provincial la constitución de un 
ayuntamiento. 

– El Decreto de 10 de julio de 1812, que pretendía 
aclarar y solventar algunas dudas sobre la aplicación 
del anterior Decreto, y por el cual se insistía en que 
cesaran en sus funciones no solo los regidores y prefec-
tos, sino también todos los individuos que componían 
dichos cuerpos.

– El Decreto de 13 de junio de 1813, conocido 
como la “Instrucción para el gobierno económico-polí-
tico de las provincias”.

Se produce en estas fechas, con el nacimiento de la 
provincia, la oposición entre la institución provincial y 
las instituciones comarcales, puesto que mantenemos 
la inexistencia de una institución generalizada comar-
cal por la falta de generalidad de los partidos anterio-
res a la invasión napoleónica.

Así, Ferreira Fernández33 afirma que la provincia 
constitucional en cuanto división territorial ha sido ex-
cluyente de otras organizaciones, es de entender, al 
determinar la desaparición de entidades secundarias, 
salvo en el Reino de Navarra.

Entre las entidades desaparecidas por causa del na-
cimiento del ente provincial, podemos destacar, con-
forme afirma Lalinde Abadía34:

A) Los Corregimientos castellanos, un número de 
91 que se repartían por todo el territorio de la antigua 
Corona de Castilla.

B) En segundo lugar podemos señalar las Suprajun-
tarias de Aragón.

C) En tercer lugar, las Veguerías de Cataluña y Ma-
llorca.

D) En cuarto lugar, las Merindades y Numeráticos, 
que se encauzaban en Navarra y las provincias vascas.

Puesto que, tal y como nos señalaba Colmeiro35 y 
acertadamente hace suyo Beatriz López Morán36, cabe 
distinguir lo que es la división civil o general para un 
servicio de las Administraciones, de otras divisiones 

que arreglan otros servicios particulares en palabras de 
Colmeiro y que comprenden en este ramo la división 
política de carácter electoral, la división judicial, la divi-
sión fiscal, la división militar, la división educativa, la 
división eclesiástica (recordemos que estamos en un 
Estado confesional durante todo el siglo XIX), etc.

Dejando al margen la especial y frontal crítica del 
catalanismo político en el último tercio del siglo XIX, y 
progresivamente ya a lo largo del siglo XX, contra la 
división territorial de ámbito liberal decimonónica, sí 
podemos señalar que a lo largo de todo nuestro con-
vulso siglo XIX se produjeron diversos intentos de mo-
dificación territorial, especialmente en el ámbito del 
régimen local, consecuencia de la turbulencia constitu-
cional y legislativa sobre régimen local, que supuso una 
pendulación constante entre diversas opciones radical-
mente opuestas de organización local.

Por tanto, la legislación de régimen local durante el 
siglo XIX, tal y como se encargan de analizar entre no-
sotros Morell Ocaña y Sosa Wagner37, y la promulga-
ción de diversas normas en la materia, recopiladas en-
tre nosotros por Santamaría Pastor y Tomás Ramón 
Fernández38, suponen un constante vaivén legislativo 
en la materia, pero que no afectó en ningún caso al 
régimen de los partidos judiciales en cuanto a su es-
tructura, ni muchísimo menos a la configuración de un 
espacio comarcal como entidad local.

A lo largo de todo el siglo XIX y el primer tercio del 
siglo XX, el espacio comarcal será un espacio de des-
concentración administrativa fundamentalmente en 
materia de administración judicial, con diversas funcio-
nes y materias fiscal y electoral.

Sí debemos destacar, dentro de las diversas actitu-
des de reforma del régimen local a lo largo del siglo 
XIX y principios del siglo XX, un proyecto de reforma 
de Romero Robledo en 1884.

La reforma de la Administración local durante el 
primer tercio del siglo XX, tal y como ha estudiado en-
tre nosotros Tusell39, fue una realidad constante. Dicha 

33. A. Xavier ferreira fernández, La comarca en la historia, Universidade de Santiago de Compostela, 2000, pág. 59.
34. J. lalinde aBadía, “El orto de la provincia constitucional en España”, en AA. VV., La provincia en el sistema constitucional, 

Civitas, Madrid, 1991, págs. 505 y 506.
35. Manuel colmeiro, Derecho Administrativo español – Volumen I, Madrid–Santiago de Compostela, 1850, pág. 55.
36. Beatriz lóPez morán, La comarcalización histórica de Galicia en el siglo XIX, Xunta de Galicia-Escola de Administración 

Pública, 1994, pág. 47.
37. Luis morell ocaña, El Régimen local español, Civitas, 1988, y Francisco sosa WaGner, Manual de derecho local, Aranzadi.
38. Juan Alfonso santamaría Pastor y Tomás Ramón fernández rodríGuez, Legislación administrativa española del siglo XIX, 

Instituto de Estudios Administrativos-Escuela Nacional de Administración Pública, 1977.
39. Javier tusell Gómez y Diego chacón ortiz (colab.), La reforma de la Administración local en España, 1900-1936, INAP, 

1987.
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reforma se hacía necesaria en tanto en cuanto el movi-
miento antiprovincialista se extendía ya no solo en pro-
fundidad en Cataluña, sino también en Galicia, tal y 
como analiza entre nosotros González Mariñas, al me-
nos desde el punto de vista nacionalista40.

Ahora bien, esta cuestión hay que englobarla den-
tro de un fenómeno general de la crisis del sistema de 
la Restauración, puesto que en ningún momento, sal-
vo en las ya citadas Bases de Manresa, se propició la 
comarca como contraposición a la provincia con carác-
ter generalizado; incluso en la Mancomunidad de Pro-
vincias, pese a ser una organización interprovincial pre-
sidida por Prat de la Riba, se llegó a realizar un Proyec-
to de Estatuto de Autonomía aprobado por la Asam-
blea de dicha Mancomunidad en enero de 1919, en 
cuyo artículo 6.b) se reservaba para las instituciones 
autonómicas la regulación del régimen de los munici-
pios y provincias, incluyendo formalmente la facultad 
de modificar el nombre y demarcación de aquellas, 
pero manteniendo por tanto las provincias.

Solo tras la Dictadura de Primo de Rivera y los Esta-
tutos municipal y provincial de Calvo Sotelo de los años 
1924 y 1925, nos encontramos con un intento de 
agrupación municipal de verdadero interés, como es el 
referido a las mancomunidades de municipios como 
tales. Puesto que, como más adelante nos ocuparemos 
de estudiar, y entre nosotros adelantó Martín Mateo41, 
las agrupaciones municipales se contemplaban en las 
diversas legislaciones de régimen local del siglo XIX, 
pero su fortalecimiento y su sentido como mancomu-
nidad, tal y como hoy la conocemos, y la especial refe-
rencia al espacio comarcal, lo debemos a la obra de 
Calvo Sotelo.

Paralelamente a dichos fenómenos reformistas, con 
carácter nacional se va autoafirmando en el ámbito ca-
talán la necesidad de que la comarca sea la base de la 
organización territorial de la Comunidad, y por tanto 
de la futura autonomía.

El único ámbito reconocido a la supramunicipalidad 
por la legalidad republicana, de carácter estatal, está 
en la Ley de Bases de 1935, cuya Base Segunda se re-
fiere a la constitución de entidades municipales, fusión 

de municipios y alteración de términos, y la Base Cuar-
ta a las agrupaciones intermunicipales.

En este sentido debemos señalar que la Base Cuar-
ta señala específicamente que los municipios, sean o 
no limítrofes, aunque pertenezcan a distintas provin-
cias, podrán agruparse si así lo acuerdan las dos terce-
ras partes del número efectivo de concejales que for-
man las corporaciones.

Estas agrupaciones tienen carácter de mancomuni-
dad, puesto que son para el sostenimiento de obras y 
servicios incluidos en la competencia municipal. Se ne-
cesita la aprobación del Consejo de Ministros.

En cumplimiento de la referida Ley de Bases se pro-
mulga la Ley Municipal de 31 de octubre de 1935, en 
cuyos artículos 23 y siguientes se regulaban las agrupa-
ciones intermunicipales.

El Estado seguía sin entrar a regular las comarcas, 
pero por su parte las regiones y especialmente la Co-
munidad catalana sí entraron directamente en ello, por 
causa del pensamiento político catalanista y con espe-
cial incidencia de las comarcas, que forman una parte 
esencial del pensamiento regionalista catalanista basa-
do tanto en la figura de la Renaixença como en cir-
cunstancias tan excepcionales como el excursionismo, 
tal y como ha estudiado entre nosotros Francesc Na-
dal42.

Todo ello dio lugar a la configuración de unos estu-
dios comarcales, cuyo primer paladín fue Tomás Bel-
trán y Soler; así lo considera Ernest Lluch43, concreta-
mente con la obra literaria y descriptiva de Cataluña de 
1847, donde destaca a Cataluña por el hecho de esta-
blecer una división por primera vez en comarcas entre 
nosotros en el siglo XIX.

Ahora bien, en cuanto a las realizaciones normati-
vas, debemos destacar que, pese a que nunca llegaron 
al Parlamento, son cardinales el Decreto de 13 de fe-
brero de 1933 y especialmente, a juicio de Nieto44, los 
decretos de 27 de agosto y 23 de diciembre de 1936, 
en los cuales se abordó ya directamente el problema 
comarcal, si bien –señala Nieto– desde una perspectiva 
muy distinta a la tradicional e incluso a la de finales del 
siglo XX; ello se explica incluso por las circunstancias 

40. Pablo González mariñas, Territorio e identidade: Galicia como espacio administrativo, Xunta de Galicia, 1994.
41. Ramón martín mateo, La comarcalización de los pequeños municipios, Ministerio de la Gobernación, 1964.
42. Francesc nadal, “Naturaleza, historia y etnia en la comarcalización de Cataluña. 1883-1900”, capítulo V de Burgueses, 

burócratas y territorio, Instituto de Estudios de la Administración Local, Madrid, 1987, págs. 127 a 146.
43. Ernest lluch y Oriol nel·lo, “Estudi preliminar a la gènesi de la divisió territorial de Catalunya”, en La gènesi de la divisió 

territorial de Catalunya, Diputación de Barcelona, 1983, págs. 11 a 34.
44. Alejandro nieto, “Legislación del Parlamento de Cataluña sobre Comarcas”, en La Comarca como ente territorial, 

Generalitat de Cataluña – Escuela de Administración Pública de Cataluña, 1984, Barcelona, págs. 119 a 130.
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del momento en que se produjeron, en plena Guerra 
Civil, puesto que no era el tiempo más adecuado para 
hacer una regulación ambiciosa y definitiva –a juicio de 
Nieto– de las comarcas.

Con el fin de la Guerra Civil, el Régimen Franquista 
restauró la dualidad absoluta municipio-provincia, y, 
tanto en las leyes de 1945 como en los textos articula-
dos y refundidos de 1955 y normas subsiguientes, se 
concretaron municipio y provincia como entidades na-
turales que constituyen los municipios agrupados terri-
torialmente en provincias.

No obstante, sí se realizaron estudios para introdu-
cir la comarca como ámbito superador de los peque-
ños municipios, especialmente a partir del trabajo de 
Martín Mateo en 1964, y de multitud de estudios de 
comienzos de la década de los sesenta, entre los que 
destacan los de Morell Ocaña.

Así, el Código de Gobierno y Administración Local 
de 1941 estableció en su artículo 1.º que “los munici-
pios y la agrupación territorial de estos en provincias 
forma la estructura político-administrativa local de la 
nación española”, señalándose en su artículo 3.º que 
las entidades locales territoriales son municipales o 
provinciales, y por tanto no previéndose otras figuras 
locales distintas.

Pero es que, además de esas posibilidades y estu-
dios generalizados doctrinalmente en esa última época 
del Franquismo, tal y como se encargan de destacar 
entre nosotros, con su bibliografía, Enrique Orduña Re-
bollo y Luis Morell Ocaña, existían diversas experiencias 
de comarcalización; así, las del Ministerio de la Gober-
nación, la Presidencia de Gobierno, la Dirección Gene-
ral de Sanidad, la organización sindical, las diputacio-
nes provinciales, las de ordenación rural, las de exten-
sión agraria, las áreas de mercado, etc. También pue-
den encontrarse estas experiencias en la Ley Orgánica 
del Estado, la Ley 48/1966, de 23 de abril, que regula 
sucintamente la creación de las agrupaciones de servi-
cios, en los artículos 15 y concordantes, limitados a los 
miembros obligatorios, la Ley 1/1969, de 11 de marzo, 
que aprueba el Segundo Plan de Desarrollo y que esta-
blece, a fin de encontrar en los municipios la colabora-
ción necesaria para poder realizar los fines propuestos 
en el Plan, el impulso de formar asociaciones de corpo-
raciones locales entre sí o con otras entidades, facili-

tando la aprobación financiera del Plan según su perío-
do, y la Ley 54/1963, de 27 de junio, que regula la 
Ordenación Rural, centrando el ámbito de la ordena-
ción territorial en comarcas naturales, agrícolas y geo-
gráficas, que podrían convertirse en comarcas adminis-
trativas. Otra institucionalización singular, como las ya 
referidas, es la experiencia de Tierra de Campos –De-
creto 3755/1966, de 23 de septiembre, que aprobaba 
el programa para el desarrollo económico y social de 
dicha comarca–45.

En general, una regulación comarcalizadora desde 
un punto de vista sectorial y con implicaciones doctri-
nales dio lugar, tras la habilitación del artículo 45.2 de 
la antes citada Ley Orgánica del Estado, a la introduc-
ción de la comarca en nuestra legislación de régimen 
local por primera vez.

De hecho, la Base Vigésima del Proyecto de Ley de 
Bases de Régimen Local de 17 de diciembre de 1971 se 
ocupaba del municipio-comarca, estableciendo la posi-
bilidad de constituir municipios-comarcas en aquellas 
zonas rurales que no contaran con un núcleo en proce-
so de expansión, tal y como establecía la Base anterior. 

Con la Constitución y la posterior aprobación de la  
LRBRL, se entra en el modelo que ahora se reforma de 
espacio supramunicipal.

3. El espacio local supramunicipal46

Tras el indispensable análisis histórico, debemos a con-
tinuación estudiar el espacio supramunicipal; así, el ca-
rácter de lo local tiene un evidente contenido de cerca-
nía, y supone, en el ámbito administrativo, la existencia 
de las entidades más cercanas al ciudadano.

Tradicionalmente se identifica por el ciudadano lo 
local con lo municipal, al ser los municipios, y los ayun-
tamientos como organizaciones personificadas, los 
que más cercanos están a los ciudadanos. De hecho, el 
municipio es la primera entidad de la organización te-
rritorial del Estado, tal y como se refleja en el artículo 1 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local, en relación con el artículo 137 de la 
Constitución, que institucionaliza la representación ve-
cinal y dispone los municipios como cauces de partici-
pación ciudadana en los asuntos públicos.

45. Sobre la experiencia de Tierra de Campos, véase la Comunicación presentada por Pedro Llorente Martínez, gerente de 
dicho Patronato, en op. cit., La comarca en la reestructuración del territorio, 1972, págs. 28 a 285.

46. Sobre esta materia se puede consultar para mayor profundidad nuestro trabajo: “El espacio local supramunicipal”, 
Revista General de Derecho Administrativo, núm. 14, Iustel, 2007.
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Pero el mundo local no se agota en los municipios, 
es más, normalmente estos, dado el sistema latino de 
fragmentación y de gran número de municipios (más 
de 8000 en nuestro país, igual que en Francia e Italia), 
requieren de un complemento, que históricamente ha 
venido siendo ejercido por la entidad supramunicipal 
de carácter local por excelencia, que era la diputación 
provincial.

Ahora bien, dentro del ámbito de competencias, 
funciones y capacidades de las Administraciones Públi-
cas en relación con lo local, podemos distinguir dos 
cuestiones claras: por un lado el ámbito municipal y 
por otro lado las cuestiones supramunicipales, pero de 
naturaleza local.

En relación con lo supramunicipal47, podemos dis-
tinguir a nuestro juicio entre, de una parte, funciones 
propias que requieren de una entidad coordinadora o 
superior a los intereses meramente municipales, y, de 
otra, asuntos que requieren de cooperación o de cola-
boración interadministrativa entre diversos municipios, 
para asumir funciones que o bien no pueden llevar a 
cabo los municipios por sí mismos, dado su escaso ta-
maño, o bien requieren necesariamente de esa coope-
ración interadministrativa.

Partiendo de dicha distinción, diferenciaremos la po-
sibilidad o no de existencia de personificaciones jurídicas 
o entidades de naturaleza administrativa, que supongan 
una caracterización, cristalización o representación de 
ese ámbito supramunicipal en el aspecto local.

Esta distinción la haremos partiendo de dos con-
ceptos o técnicas jurídicas muy diferenciados: por un 
lado la coordinación, que como tal y señala el profesor 
Cosculluela Montaner y ha determinado nuestro Tribu-
nal Constitucional48, exige de un ente coordinador con 
ciertas facultades coercitivas o de superioridad sobre 
los entes coordinados, y por otro lado la cooperación o 
mera colaboración administrativa, que tiene carácter 
voluntario y que supone una participación entre igua-
les para la consecución de objetivos comunes o simple-
mente para suministro de datos, etc.

Dichas técnicas de actuación administrativa, que 
recordemos tienen su previsión en el artículo 103.1 de 
la Carta Magna en relación con la coordinación y la 

desconcentración, pero no con la colaboración o coo-
peración, que tiene su fundamento en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, en su artículo cuarto, en cuanto principios 
de actuación de las diversas Administraciones, supo-
nen la posibilidad de existencia de organizaciones es-
pecíficas que amparen dicho espacio.

Tradicionalmente en España la organización que ha 
ocupado el espacio supramunicipal es, como indicába-
mos, la diputación provincial.

La diputación, basada en su fundamento constitu-
cional en el artículo 141 de la Carta Magna y la conoci-
da STC 37/1981 sobre la Ley de diputaciones catalana, 
tiene garantía institucional y por tanto es el elemento 
organizativo característico del tipo de espacio supramu-
nicipal conocido como provincia. Aunque la existencia 
de lo supramunicipal solo en torno a las diputaciones 
provinciales es más que discutible con carácter general, 
no por su fundamento constitucional, a nuestro juicio 
insoslayable, sino por el profundo embate de la legisla-
ción autonómica y las posibles modificaciones, espe-
cialmente desde Cataluña, del contenido de estas cor-
poraciones representativas de intereses provinciales.

No obstante nuestra apuntada opinión, es cierto 
que la propia Constitución habla con respecto a la pro-
vincia de diputaciones “u otras corporaciones repre-
sentativas”, modelo que asume el nuevo régimen local 
de forma expresa tras la disposición adicional tercera.2 
de la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Ad-
ministración Local.

En esa línea debemos recordar que, en al menos 
tres tipos de comunidades autónomas, no existe ya la 
diputación como corporación representativa de los in-
tereses provinciales.

– Así, en primer lugar, las diputaciones forales han 
asumido históricamente la representación e institucio-
nalización de lo supramunicipal en el ámbito de las 
provincias o territorios históricos vascos.

De hecho, el nivel de descentralización territorial de 
los territorios históricos es mayor, en comparación com-
petencial, que el de otras comunidades autónomas es-
pañolas, por el valor de las diputaciones forales como 

47. Tras el denominado Libro blanco del gobierno local se ha empezado a calificar este espacio como “intermunicipal” en 
vez de “supramunicipal”, editándose por el MAP en diciembre de 2005 José Miguel carBonero Gallardo (dir.), La intermunicipalidad 
en España, que aborda la materia.

48. La coordinación desde las comunidades autónomas de las actividades de las diputaciones provinciales ha dado lugar a 
una profunda conflictividad; véase Francesc lliset Borrell, “La coordinación autonómica de los planes provinciales de obras y 
servicios”, REDA, núm. 75, 1992, págs. 417 y ss.
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polos de gestión de competencias no solo locales, sino 
incluso superiores por su capacidad normativa fiscal.

Por ejemplo, en la materia que nos ocupa, alguna 
diputación foral, como la de Álava, en base a sus com-
petencias supramunicipales, ha establecido una orga-
nización territorial de carácter comarcal que son las 
“cuadrillas”, por norma foral del año 1989, cuestión 
esta impensable para cualquier diputación provincial 
de régimen común en el territorio español.

Estas capacidades competenciales, fundamentadas 
en la Ley de Territorios Históricos de 1984, que supuso 
la primera ruptura del Partido Nacionalista Vasco, dada 
la importancia descentralizadora de la norma frente al 
poder uniforme del Gobierno Vasco, han sido califica-
das como un elemento fundamental del denominado 
“Pacto Local”, en cuanto a la segunda descentraliza-
ción, por autores como Sánchez Goyanes49.

No obstante, en relación con la materia de los dere-
chos históricos de los territorios forales, tal y como han 
estudiado entre nosotros Tomás Ramón Fernández50 y 
Miguel Herrero de Miñón51, este último con un enfo-
que muy diferente, la peculiaridad de aquellos y su 
fundamento constitucional hacen que no sean equipa-
rables, en el concepto y las competencias, con las pro-
vincias del resto del territorio nacional, dada por ejem-
plo la elección directa, a través de las juntas generales, 
de los diputados forales, por ser las diputaciones fora-
les corporaciones de primer grado, esto es, de elección 
directa por los ciudadanos, no como en el caso de las 
diputaciones provinciales.

– El segundo de los espacios supramunicipales pero 
de carácter local en España que no están en el nivel 
provincial determinado por las diputaciones provincia-
les, es el representado por la ausencia de diputación 
provincial u órgano representativo provincial en la Co-
munidad canaria, en el archipiélago canario.

Históricamente existió una mancomunidad de ca-
rácter provincial interinsular para cada una de las dos 
provincias en las que se articula el archipiélago, pero 
tras la constitución de la Comunidad Autónoma fue 
suprimida dicha mancomunidad, no existiendo un ór-
gano de representación a nivel provincial de carácter 
local, siendo por tanto la provincia únicamente circuns-
cripción estatal tanto para fines electorales como para 
la administración periférica.

La Administración canaria se articula actualmente 
en islas, y existe, eso sí, una entidad local de carácter 
supramunicipal e infrautonómica que son los cabildos, 
caracterizados por su naturaleza geográfica en la isla. 
De hecho, recordemos que la propia Constitución, en 
el artículo 141, reconoce a la isla ese carácter represen-
tativo, y la Ley de Bases del Régimen Local 7/1985, de 
2 de abril, en su artículo 3, reconoce igualmente el ca-
rácter de entidad local territorial a la isla, por lo cual 
parece fundamentada e igualmente adecuada a la 
base constitucional, al igual que la de las diputaciones 
forales, la existencia de esa entidad.

Otra cuestión diferente sería la falta de representa-
ción de intereses provinciales, pero en lo que a lo su-
pramunicipal de carácter local concierne, sí tiene su 
fundamento consistencia y lógica en la articulación en 
torno a los cabildos insulares del ámbito supramunici-
pal.

– Finalmente, la tercera de las variedades de lo su-
pramunicipal de naturaleza local no representado por 
diputaciones provinciales en España es el territorio de 
las comunidades autónomas uniprovinciales.

Así, las comunidades de Murcia, La Rioja, Asturias, 
Madrid, Cantabria, Navarra y Baleares articulan la re-
presentación de lo supramunicipal de naturaleza local 
a través de la propia comunidad autónoma, con lo cual 
coinciden en la misma entidad la representación del 
interés autonómico y la del interés supramunicipal 
pero de carácter local.

Aquí cabe hacer al menos tres divisiones de comu-
nidades autónomas uniprovinciales en este ámbito:

a) En primer lugar la Comunidad Foral de Navarra, 
que en su Ley Orgánica aprobatoria de la Reintegra-
ción y Amejoramiento del Fuero de 1982 remite las 
competencias de la antigua Diputación Foral de Nava-
rra al Gobierno de Navarra y al Parlamento navarro, no 
estableciendo una entidad local intermedia entre el 
municipio y la provincia. Subsisten las merindades, 
pero son circunscripciones y no entidades locales dota-
das de autogobierno, con escasísima actividad.

Aquí debemos hacer la misma referencia que se ha-
cía en relación con lo supramunicipal en los territorios 
históricos vascos, puesto que la Comunidad Foral de 
Navarra tiene su fundamento y naturaleza en la propia 
disposición adicional primera de la Constitución, que 

49. Enrique sánchez Goyanes, “Modelos de Pacto Local”, El Consultor de los Ayuntamientos, núm. 6, 30 de marzo de 2001.
50. Tomás Ramón fernández, “Los conciertos económicos de las provincias vascongadas: aspectos jurídico-administrativos”, 

Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 7, Civitas, 1975, págs. 513-528.
51. Miguel herrero de miñón, Idea de los derechos históricos, Colección Austral, Espasa-Calpe, 1991.
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reconoce y ampara los derechos históricos de los terri-
torios forales, y además en la raigambre y acerbo histó-
rico de una pervivencia de instituciones forales que ni 
durante el régimen franquista fueron suprimidas en 
dicho territorio, por lo que la existencia de esas supra-
municipalidades está tamizada por esa capacidad de la 
Comunidad Foral al respecto.

b) En segundo lugar la Comunidad Autónoma de las 
Islas Baleares, que tampoco articula un espacio de carác-
ter provincial supramunicipal y local en la propia Comu-
nidad Autónoma, sino que se subsume conforme a lo 
dispuesto en su Estatuto de Autonomía. Ahora bien, 
aquí cabe hacer un símil con el supuesto canario, en 
relación con las islas como entidades locales reconocidas 
y de carácter territorial, existiendo los consells insulares52 
como espacios que articulan y representan la supramu-
nicipalidad a nivel del archipiélago balear, no tanto solo 
en actividades y materias de carácter local, sino tras la 
profunda descentralización operada en las diversas leyes 
de consejos insulares53, incluso de naturaleza plenamen-
te autonómica en la línea de la Segunda Descentraliza-
ción auspiciada desde el año 1999.

c) En tercer lugar las comunidades autónomas uni-
provinciales de régimen común, esto es, ni insulares ni 
forales, y que fundamentalmente han correspondido a 
comunidades autónomas que accedieron a la autono-
mía a través del procedimiento del artículo 143 de la 
Constitución Española y que, por tanto, han asumido 
rápidamente, a partir de los años 1998-1999, compe-
tencias sobre desarrollo de las bases del régimen jurídi-
co de las Administraciones Públicas en materia de régi-
men local, y por lo cual solo a partir de ese momento 
se han empezado a plantear las posibilidades organiza-
tivas derivadas de esa traslación de una supramunici-
palidad de naturaleza local. Dichas inquietudes se han 
visto aumentadas tras la segunda fase de la descentra-
lización política española, auspiciada por la Constitu-
ción Española de 1978.

Cabe plantearse aquí si la propia comunidad autó-
noma como institución, tal y como señalan cada uno 
de los diversos estatutos de autonomía, al asumir las 
funciones de las extintas diputaciones provinciales, ga-
rantiza ese papel supramunicipal de carácter local de 
asistencia a los municipios y de función de entidad lo-
cal supramunicipal.

La duda al menos se puede plantear, pero las fuer-
tes centralizaciones administrativas de dichas comuni-
dades autónomas54, estableciendo aparatos adminis-
trativos importantes en las capitales, mucho más en los 
casos de Cantabria, La Rioja y Madrid, por el fuerte 
peso de las capitales sobre la totalidad de la comuni-
dad autónoma, y menos en Murcia y Asturias, por la 
existencia de diversos núcleos importantes, pero tam-
bién con importantes matices de abandono en cuanto 
a la descentralización administrativa o desconcentra-
ción de la comunidad autónoma hacia los municipios 
más periféricos, pueden suponer la existencia de una 
cierta sensación de falta de atención en el ámbito local 
de los municipios, en sus aspectos supramunicipales.

Prueba de dicha sensación es la existencia de man-
comunidades y otras formas de cooperación intermu-
nicipal que han ido generalizándose en todas estas 
comunidades autónomas, auspiciándose desde estas, 
fomentándose o subvencionándose, o incluso, como 
en el caso riojano, previendo la existencia de manco-
munidades de interés regional.

De hecho debemos señalar que la falta de legitimi-
dad histórica de las diversas comunidades autónomas 
uniprovinciales, incluso, tal y como ha señalado algún 
autor como Bermejo Latre55, con cierto carácter algo 
artificial para los casos de Cantabria, La Rioja, Murcia o 
Madrid, ha hecho que, en los procesos de autoafirma-
ción de dichas comunidades autónomas, sus funciones 
no hayan sido tan solo de carácter autonómico en lo 
supramunicipal de la Administración autonómica, sino 
en todo el ámbito supramunicipal, para hacer in- 

52. Acerca del régimen de los consells y en general de la Administración insular en las Islas Baleares, puede consultarse 
Luciano Parejo alfonso, “La cuestión de la organización del gobierno y la administración insulares en la Comunidad Autónoma 
de las Islas Baleares”, Revista de Estudios de la Administración Local, núm. 291, enero-abril 2003, págs. 891 a 924.

53. Sobre dichas leyes puede consultarse: Luciano Parejo alfonso, Avelino Blasco esteve, M.ª Luisa torres Bonet y José M.ª 
Baño león, Cuatro estudios sobre la Ley de Consejos Insulares, Instituto de Estudios Autonómicos del Gobierno de Baleares, 
2003.

54. Esto queda contrastado en los diversos aparatos administrativos creados por las diferentes comunidades autónomas, 
sobre lo cual se expresan José Manuel canales aliende, “Las Administraciones autonómicas en España: ¿imitación o innovación?”, 
Gestión y Análisis de Políticas Públicas, núm. 7-8, MAP-INAP, septiembre 96 – abril 97, págs. 139 a 142, y Enrique álvarez conde, 
“Algunas consideraciones sobre el gobierno y la administración de las comunidades autónomas”, en AA. VV., El Estado de las 
autonomías: poder autonómico-poder central, CITEP, 1981, págs. 47 a 67.

55. José Luis Bermejo latre, “El proceso de comarcalización en el Aragón del siglo XXI”, comunicación presentada al 
Congreso Municipia Siglo XXI “Ciudadanía y Gobierno Local”, celebrado en Zaragoza los días 1, 2 y 3 de diciembre de 2004.
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dispensable la existencia de la comunidad autónoma.
Pero con el peso de las transferencias realizadas por 

el Estado hacia las comunidades autónomas progresiva-
mente, en materias fundamentales de gran peso políti-
co presupuestario y de gestión como por ejemplo la 
Administración de Justicia y sus medios materiales, la 
Sanidad en cuanto a la gestión del sistema de salud asis-
tencial, las políticas prestacionales de asistencia social, o 
la gestión de la educación en todos sus niveles (el uni-
versitario y la enseñanza obligatoria), se ha producido 
un cambio de mentalidad en los gestores autonómicos 
de todas esas comunidades y en general de las Adminis-
traciones autonómicas españolas, requiriendo también 
desde ese punto de vista un aspecto necesario de esas 
Administraciones autonómicas, para descongestionarse 
de un ámbito supramunicipal no autonómico.

Esa función existe claramente en las comunidades 
autónomas pluriprovinciales a través de la diputación 
provincial, pese a los duros ataques que dicha institu-
ción ha recibido en diversas comunidades autónomas 
por vía de la legislación positiva y en general por una 
gran parte de la doctrina, auspiciados por la histórica 
mala fama de las diputaciones, vinculada a fenómenos 
como el caciquismo –denunciado por Joaquín Costa 
en su momento– o a circunstancias de matiz claramen-
te político, por representar la provincia, y por tanto la 
corporación por naturaleza provincial, que es la diputa-
ción, un modelo jurídico-político de Estado español 
determinado.

Ahora bien, los teóricos del derecho local se cues-
tionaron la existencia de lo supramunicipal vinculado a 
entidades coordinantes, esto es, entidades superiores 
en algún sentido a los propios municipios, planteando 
un nuevo fenómeno que sería la intermunicipalidad 
vinculada a fenómenos o técnicas de cooperación vo-
luntaria y asociacionismo entre iguales56.

En ese sentido la supramunicipalidad, como ya 
anunciamos, podría abordarse desde un punto de vista 
institucional o bajo el prisma de diputaciones, comar-
cas y áreas metropolitanas, que serían la característica 
esencial de la supramunicipalidad tradicional, o por 
otro lado bajo la forma de mancomunidades municipa-
les, lo que sería la caracterización jurídica de la inter-
municipalidad.

Ahora bien, antes de incidir en la institucionalidad 
de una forma organizativa de carácter administrativo 
para la gestión de dicho espacio y competencias admi-
nistrativas de ámbito supramunicipal, deberemos plan-
tearnos con carácter previo la naturaleza de dicha su-
pramunicipalidad.

Así, en primer lugar, debemos concretar la falta de 
determinación de cuál es el espacio supramunicipal. 
Evidentemente, su límite inferior está claro por la exis-
tencia del término municipal; es algo supramunicipal 
aquello que afecte a dos o más términos municipales. 

Cuestión distinta es la del límite superior: lo que es 
supramunicipal y empieza a ser ya o bien de ámbito 
provincial, si entendiéramos que existe un espacio in-
termedio entre la región y el municipio, o bien regio-
nal.

En otras ciencias no jurídicas es evidente la existen-
cia de un espacio intermedio entre el municipio y la 
región, que geográficamente es el espacio superior. 
Ahora bien, la provincia, como es conocido por todos, 
no es una entidad o espacio que sea susceptible de ser 
abordado desde un punto de vista geográfico físico, 
sino desde un punto de vista eminentemente político-
administrativo, por ser una división de naturaleza arti-
ficial, aunque asumida ya por la costumbre y la idiosin-
crasia española, puesto que hasta en las comunidades 
poco propensas a dicha estructura la gente se identifi-
ca con su provincia normalmente.

Es el espacio jurídico-administrativo el que aquí nos 
interesa, y debemos señalar que dicho concepto de lo 
supramunicipal ha variado desde que en su momento 
Morell Ocaña, por ejemplo, lo abordara57, puesto que 
la estructura territorial española ha sufrido un giro co-
pernicano tras la Constitución Española de 1978.

En efecto, en el momento en que se produjo el 
referido estudio de Morell, en 1976, la única circuns-
cripción o institución intermedia entre el municipio y 
el Estado era la provincia, por lo que hablar de supra-
municipal era prácticamente hablar de provincial o 
incidir en la existencia de entidades intermedias, que 
lógicamente fueron abundantemente abordadas en 
ese período, fundamentalmente la comarca, las áreas 
metropolitanas y el fenómeno asociativo para el sos-
tenimiento de las funciones de los pequeños munici-

56. Ejemplo de dicho cambio es la doble vertebración que la LRBRL hace del asociacionismo municipal, por una parte en el 
artículo 44, para la gestión de los servicios públicos, y por otra en la disposición adicional 5.ª, para la defensa de sus intereses; 
véase Valentín merino estrada, “Las mancomunidades de municipios”, en José Miguel carBonero Gallardo (coord.), La 
intermunicipalidad en España, MAP, Madrid, 2005, pág. 118.

57. Luis morell ocaña, “La nueva Ley de Régimen Local: II.–La Supramunicipalidad”, Revista Española de Derecho 
Administrativo, núm. 9, Civitas, 1976, Estudios, pág. 243.
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pios, ya sean las agrupaciones forzosas o las manco-
munidades.

Ahora bien, el espacio supramunicipal sufre con la 
Constitución de 1978 y la transformación de la estruc-
tura territorial del Estado en base a comunidades autó-
nomas, municipios y provincias –e islas, en los archipié-
lagos balear y canario– un giro radical que es necesario 
tener en cuenta a la hora de considerar lo que es el 
espacio supramunicipal.

Fundamentalmente el nacimiento de las comunida-
des autónomas como entes regionales se traduce en 
un concepto diferenciado de lo supramunicipal, e in-
cluso de lo supraprovincial, entre el Estado y las entida-
des locales. Este concepto que son las entidades regio-
nales y por tanto las comunidades autónomas como 
entidades administrativas, implica la consideración de 
un ámbito de actuación administrativa diferenciado 
para lo supramunicipal de carácter local y lo infraesta-
tal de ámbito autonómico.

Con la creación de las comunidades autónomas se 
produce un nuevo momento a tener en cuenta para la 
nueva consideración de lo supramunicipal, puesto que 
la capacidad de articulación de lo supramunicipal que-
da fundamentalmente dentro del ámbito de las referi-
das comunidades autónomas, toda vez que los propios 
estatutos de autonomía de cada una de ellas les atribu-
yen competencias sobre dicha materia.

Esta existencia de las comunidades autónomas, y 
sus consecuentes capacidades legislativas sobre el régi-
men local y sobre las entidades supramunicipales, da-
rán lugar a una crisis permanente de la diputación pro-
vincial como ente característico de lo supramunicipal 
de carácter local, pese a su garantía constitucional re-
cogida por el artículo 141.1 de la Carta Magna, puesto 
que el propio artículo 141, en su parágrafo tercero, 
permite la creación de agrupaciones de municipios di-
ferentes de la provincial.

Tal y como destaca Ferret i Jacas58, la Constitución 
permite la creación de entes locales distintos del muni-
cipio y la provincia, y si no reserva exclusivamente esta 
potestad a las comunidades autónomas, parece confe-
rirles el principal protagonismo en la materia. Ahora 
bien, dichos entes –afirma Ferret– vendrán definidos, 

por un lado, por su carácter supramunicipal: constitui-
rán agrupaciones de municipios; por otro lado, debe-
rán coexistir con las provincias.

El contexto en el que la Constitución abordó lo su-
pramunicipal fue un marco, tal y como se encarga de 
afirmar entre nosotros Martín-Retortillo59, profunda-
mente antiprovincialista y caracterizado por su intento 
de superación.

Ahora bien, como afirma el citado autor60, una ins-
titución con más de 150 años de servicio a regímenes 
políticos de muy distinto signo, y que además tiene 
una homologación en el contexto de la Administración 
local europea, en relación con el reconocimiento insti-
tucional de niveles intermedios, parece bastante sólida, 
al menos conceptualmente.

Debemos señalar que la Constitución es bastante 
clara al respecto, y la doctrina del Tribunal Constitucio-
nal frente a los intentos de supresión de las diputacio-
nes ha sido incluso más clara también. Por todas, son 
especialmente reseñables las SSTC de 28 de julio de 
1981, ya referida, sobre la Ley de transferencia urgente 
y plena de las diputaciones provinciales a la Generali-
tat, y 31/2010, sobre el nuevo Estatuto de Cataluña, 
en cuyos aspectos posteriormente reabundaremos.

Toda vez que el artículo 137 de la Carta Magna ca-
racteriza la provincia como uno de los niveles de la or-
ganización territorial del propio Estado, la gestión de 
cuyos intereses corresponde a las diputaciones provin-
ciales o corporaciones representativas, por lo cual, tal y 
como afirma el profesor Martín-Retortillo61, su recono-
cimiento tiene como base la necesariedad y la genera-
lidad, dicho reconocimiento no implica un carácter pu-
ramente nominal, sino necesariamente asumir la exis-
tencia de dichas corporaciones y un núcleo mínimo 
competencial para estas.

Ahora bien, tal y como afirma Santamaría Pastor62, 
y acertadamente a nuestro juicio con raíces en Martín-
Retortillo, existe la posibilidad, en su día intentada por 
el Gobierno del Tripartito Catalán, de articulación –res-
petando el término provincial– de corporaciones distin-
tas de la provincia, o bien variando los términos provin-
ciales, lo cual es perfectamente posible mediante ley 
orgánica estatal, obviando la estructura de Javier de 

58. Joaquín ferret i jacas, “Entes locales supramunicipales”, en AA. VV., Comunidades Autónomas y Gobiernos Locales, 
colección “Biblioteca Prat de la Riba”, núm. 6, Diputación de Barcelona, 1987, pág. 336.

59. Sebastián martín-retortillo BaQuer, La Provincia: pasado, presente y futuro, Civitas, 1991, pág. 10.
60. Sebastián martín-retortillo BaQuer, op. cit., págs. 22 y 23.
61. Sebastián martín-retortillo BaQuer, op. cit., pág. 63.
62. Juan Alfonso santamaría Pastor, “Notas sobre la Sentencia de las Diputaciones Provinciales”, REDC, núm. 6, 1982, págs. 

179-208.
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Burgos, o bien unificando en Cataluña las cuatro pro-
vincias en una sola provincia y creando una comunidad 
autónoma uniprovincial, o bien instituyendo un núme-
ro superior de provincias para que estas se caractericen 
por las históricas o historizantes veguerías o regiones 
internas de Cataluña, que ya se apuntaban en el blo-
que de ordenación territorial de 1987 y se recogen en 
el Estatut, aprobado por la Ley Orgánica 6/2006, de 19 
de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Ca-
taluña, atribuyéndose a dichas veguerías gobierno 
como instituciones provinciales en su versión de otras 
corporaciones representativas del interés de la provin-
cia, con los límites indicados en la STC 31/2010, aun-
que su implantación ha sido suspendida por ley del 
Parlament.

No obstante, debemos recordar que dicho argu-
mento sobre otras corporaciones representativas del 
interés de la provincia para el gobierno de esta está 
previsto en la Carta Magna, tal y como hemos señala-
do, tanto para las islas como para las diputaciones fo-
rales de los territorios vascos, por lo que esa argumen-
tación no parece muy adecuada al espíritu constituyen-
te en otros supuestos.

Ahora bien, que la provincia sea constitucional-
mente y en la Ley de Bases del Régimen Local –artícu-
los 34 y siguientes– una institución local de carácter 
supramunicipal, no implica la inexistencia de otras po-
sibilidades organizativas u otros espacios infraprovin-
ciales pero supramunicipales.

Igualmente es necesario abordar otros fenómenos 
de carácter necesariamente infraprovincial que implica 
una supramunicipalidad, como el fenómeno metropo-
litano63.

De hecho algunos autores, como por ejemplo Ca-
rro Fernández-Valmayor64, consideran que se está 
abriendo paso la necesidad de una reconsideración de 
alguna de las cuestiones centrales del régimen local 
actual, con el fin de hacer más fácil un anclaje definiti-
vo de las entidades locales en el entramado adminis-
trativo de las comunidades autónomas, posibilitando 
una mayor presencia de las mismas en la legislación 
local, lo cual redunda directamente en un peligro abso-
luto para la provincia. Con la aparición de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, se 

consiguió que la estructura organizativa y competen-
cial de las entidades locales encontrase una regulación 
coherente y general. El citado autor afirma que, pese a 
la rigidez de la institución provincial, podría ser oportu-
no advertir que el régimen constituido por una rígida 
estructura provincial no supone –o si se quiere no exi-
ge– la necesaria existencia de un número determinado 
de provincias, puesto que el afirmar dicho hecho impe-
diría por lo demás al Estado realizar una reordenación 
de las circunscripciones electorales, y llevar a cabo toda 
acción de división territorial para el mejor cumplimien-
to de sus actividades, por lo cual, si no se impide una 
modificación de la estructura provincial al Estado, tam-
poco sería posible a día de hoy hablar de un límite es-
tatutario de carácter absoluto que imposibilitase toda 
alteración de los límites provinciales, puesto que la 
mención que se contiene en algunos estatutos de au-
tonomía a “las actuales Provincias” –por ejemplo, el 
artículo 2.1.º del Estatuto gallego, o el originario Esta-
tuto catalán– se efectúa sobre los términos de la deli-
mitación territorial de la propia comunidad autónoma 
en el momento de su acceso a la autonomía, sin que 
de ello pueda derivarse una congelación estatutaria de 
los límites provinciales.

Deberemos, por tanto, limitar el espacio supramu-
nicipal de carácter local a un ámbito provincial o infra-
provincial, toda vez que lo supraprovincial entrará ya 
dentro del contexto de las comunidades autónomas y 
de sus capacidades legislativas y administrativas en ge-
neral. Puesto que si la provincia aparece como un ente 
necesario en cuanto corporación representativa de ca-
rácter local, fundamentalmente por el desarrollo que 
hace la Ley 7/1985 de la competencia estatal sobre ré-
gimen jurídico de las Administraciones Públicas relativa 
al régimen local, no parece igualmente posible una 
articulación de lo supramunicipal sin tener en cuenta 
las competencias autonómicas sobre sus territorios. 

La propia Constitución establece una organización 
territorial del Estado tan solo en los niveles de munici-
pios, provincias, islas (en los archipiélagos balear y ca-
nario) y el propio Estado, entendiendo como ente inter-
medio configurador de la organización territorial a las 
comunidades autónomas, máxime tras la competencia 
asumida con carácter exclusivo por todas ellas en virtud 

63. Acerca de dicho fenómeno, véase Bernard Jouve y Christian Lefèvre (dirs.), Metrópolis ingobernables. Las ciudades 
europeas entre la globalización y la descentralización, MAP, 2004.

64. José Luis carro fernández-valmayor, “La Administración local en el espacio autonómico”, ponencia presentada en el 
Congreso Municipia Siglo XXI “Ciudadanía y Gobierno Local”, celebrado en Zaragoza los días 1, 2 y 3 de diciembre de 2004, 
pág. 4.
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del artículo 148.1.3.ª de la Carta Magna sobre ordena-
ción territorial; a su vez, el Estado no ha regulado otras 
entidades con anterioridad a la asunción del título com-
petencial por parte de las comunidades autónomas. Por 
ello, en virtud de la doctrina de las SSTC 118/1996 y –
especialmente– 61/1997, de 20 de marzo, no cabrá 
una legislación supletoria en este aspecto estatal, y no 
cabe una legislación básica, al no habilitar la Constitu-
ción la existencia de otras entidades.

Dejando al margen, por tanto, lo provincial y su ca-
rácter local, nos podemos encontrar con un espacio 
intermedio entre la provincia y el municipio. Ese espa-
cio intermedio tiene unas razones geográficas, funda-
mentadas lógicamente en la geografía y no en el mun-
do administrativo, donde existe el concepto de región 
y existe igualmente el concepto de comarca, caracteri-
zado por valles, por zonas de afluencia de un río, por 
polos de atracción geográfica, etc. No existe en geo-
grafía el concepto provincial, pero sí el concepto co-
marcal, por lo que sí pueden existir problemas de ám-
bito local supramunicipales de ámbito comarcal.

Junto a ello deberá reseñarse la problemática especí-
fica de las aglomeraciones urbanas caracterizadas por 
una metrópoli, o un gran municipio, y todos los munici-
pios anteriormente llamados satélite o ciudades-dormi-
torio, hoy en día ya verdaderos municipios, con un con-
junto de flujos y relaciones con estos grandes municipios 
originarios, que da lugar a la existencia de una proble-
mática metropolitana. Esta problemática, ya abordada 
durante el Franquismo por las leyes del Gran Bilbao, la 
Corporación Metropolitana de Barcelona o el Área Me-
tropolitana de Madrid, supone la posibilidad de abordar 
un fenómeno metropolitano de carácter supramunici-
pal, y por tanto la necesidad de existencia de ese espacio 
o circunscripción para la actuación administrativa.

Estos espacios, junto a otros más difusos o determi-
nados por razones voluntarias de asociación, en base 
al mantenimiento de servicios, como son las manco-
munidades de municipios, son los que dan lugar en 
nuestro régimen jurídico a la existencia de un espacio 
supramunicipal e infraprovincial.

Dicho régimen jurídico viene caracterizado por tres 
ámbitos recogidos por la legislación básica de régimen 

local, concretamente los artículos 3.2, 41, 42, 43 y 44 
de la Ley 7/1985 relativos a la creación de comarcas, 
áreas metropolitanas y mancomunidades de munici-
pios, lo que, tal y como afirma Concepción Barrero65, 
implica la existencia de una amplia competencia otor-
gada a las comunidades autónomas sobre la regula-
ción de las Administraciones supramunicipales. Esto 
supone en definitiva que una misma entidad puede 
presentar características muy diferentes en las distintas 
comunidades autónomas, más allá de su común consi-
deración, por el mandato de la legislación básica de 
régimen local ya señalado. 

Nos encontramos por tanto con dos espacios su-
pramunicipales evidentes en nuestra legislación de ré-
gimen local, y un tercer espacio más voluble que son 
las mancomunidades, que la doctrina, y así Pérez Mo-
reno66, ha señalado como escasamente tipificadas y 
diferenciadas entre sí. Ello ha propiciado que una mis-
ma Administración pueda servir a finalidades diversas, 
lo que implica –a juicio de Concepción Barrero67– que 
a la satisfacción de los intereses de espacios similares, 
a la resolución de problemas coincidentes, puede res-
ponderse con la creación de entidades diferentes.

No obstante, otros autores como Ferret68, pese a 
señalar la función esencial que tienen las comunidades 
autónomas en la regulación de estos entes interme-
dios, ven condicionada la capacidad legislativa y regu-
ladora en general de estas al límite de la legislación 
básica estatal, por la detallada regulación que se hace 
de las demás entidades locales en la Ley 7/1985. Cir-
cunstancia esta que es avalada por la jurisprudencia 
constitucional, y singularmente por la STC 103/2013.

De hecho, la Ley de Bases estableció un obstáculo 
adicional a la libre configuración –en este caso– de las 
comarcas por el legislador autonómico, que queda con 
la nueva redacción matizado, al menos para las comu-
nidades que prevean dicha estructura en sus estatutos, 
conforme se especifica en la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre.

En general la existencia del espacio supramunicipal 
implica, en la regulación autonómica, una necesarie-
dad por mandato del legislador básico estatal derivado 
de la organización territorial dada por la Constitución, 

65. M.ª Concepción Barrero rodríGuez, “Las fórmulas posibles para el gobierno de los espacios metropolitanos. Las áreas 
metropolitanas”, ponencia presentada en el Congreso Municipia Siglo XXI “Ciudadanía y Gobierno Local”, celebrado en 
Zaragoza los días 1, 2 y 3 de diciembre de 2004.

66. Alfonso Pérez moreno, “Las áreas metropolitanas entre la esperanza y la aporía”, Revista de Derecho Urbanístico y 
Medio Ambiente, núm. 140, 1994, págs. 13-38.

67. M.ª Concepción Barrero rodríGuez, op. cit., pág. 6.
68. Joaquín ferret i jacas, op. cit., pág. 338.
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existiendo un límite indisponible sobre la capacidad de 
actuación municipal, puesto que la garantía institucio-
nal de un municipio no lo es tan solo de su existencia, 
sino también de sus competencias, y por tanto supone 
la imposibilidad de privarle de las competencias muni-
cipales al crear espacios supramunicipales, al menos 
con carácter forzoso.

Otra cuestión será la privación o asunción de funcio-
nes por entes supramunicipales con carácter voluntario 
por parte de los municipios, mediante transferencias, 
cesiones o cualquier otra forma jurídica que se articule.

En la línea antes referida de existencia de un espa-
cio supramunicipal, el ente intermedio de carácter lo-
cal es a juicio de Ferret69 el que está englobado por 
comarcas y áreas metropolitanas, puesto que la Cons-
titución no distingue entre ambas agrupaciones de 
municipios, sí haciéndolo por su parte los diversos es-
tatutos de autonomía y la propia Ley 7/1985.

Lógicamente, y en virtud del principio de racionali-
zación administrativa y disminución del gasto público, 
o eficiencia, previsto por la propia Carta Magna en el 
artículo 31, en el supuesto de que se creara o se deci-
diera abordar el hecho metropolitano, sería lógica la 
creación de comarcas metropolitanas, evitando la re-
duplicación de niveles. Puesto que, tal y como afirma 
Ferret70, el distinto tratamiento por las normas legisla-
tivas de comarcas y áreas metropolitanas, no obsta a 
que desde el punto de visto jurídico el legislador auto-
nómico lo subsuma en el mismo tipo de ente jurídico. 
Aunque si bien jurídicamente pueden coincidir, social-
mente comarcas y entes metropolitanos responden a 
fenómenos muy diferentes.

Definida la existencia –o la posible existencia– de un 
espacio supramunicipal de carácter local, fundamental-
mente de ámbito infraprovincial, deberemos determinar 
la existencia de dicho espacio en base a las funciones 
que puede desempeñar, puesto que la existencia de un 
territorio, salvo en el ámbito de la geografía, no da de 
por sí una característica necesaria de institucionalidad. 
De hecho, específicamente en el ámbito de la actuación 

y actividad administrativa y del derecho administrativo, 
las organizaciones administrativas responden a funcio-
nes concretas conocidas como competencias. Debemos 
destacar, tal y como afirma Ortega Álvarez71, que se tra-
ta de espacios socio-económicos frente a una institución 
jurídica, con una serie de indicadores metropolitanos 
como son la continuidad territorial, la demografía, el 
potencial económico, la interdependencia o interrela-
ción de los diferentes núcleos de población del área y la 
jerarquización de dichos núcleos.

De hecho, la fórmula de abordar la realidad metro-
politana puede ser muy diversa; el ya referido Ortega72 
distingue entre una pluralidad de organismos para la 
prestación de servicios públicos dentro de un área, con 
cinco tipos básicos: los condados, las comarcas, los mu-
nicipios, los distritos escolares y los distritos especiales.

Ahora bien, el espacio, aunque desde un punto de 
vista rural, pero en todo caso el espacio, puede abor-
darse de tres formas, tal y como afirma Margarita Or-
tega Delgado73:

Por una parte, espacio como recurso, ya sea pro-
ductivo, agrícola o forestal y ganadero en el caso de las 
comunidades rurales, o industrial, residencial, terciario 
en el caso de las comunidades urbanas, natural, pai-
sajístico, ecológico o urbano, teniendo dicho espacio 
como carácter un espacio limitado.

En segundo lugar, espacio como hábitat, esto es, la 
diversidad de asentamientos en función de las condi-
ciones geográficas en que se encuentre.

En tercer y último lugar, gran espacio como soporte 
de actividades y usos exógenos, dando lugar este espa-
cio y esta dimensión a la articulación de espacios admi-
nistrativos sobre él, para la actuación de las diversas 
Administraciones y la articulación de sus competencias 
y capacidades de intervención.

Ahora bien, la existencia de estos espacios no es 
pacífica, puesto que algún autor, como López Andue-
za74, manifiesta su contrariedad dado que, a su juicio, 
los municipios y las provincias, y en su caso las islas 
como cuasiprovincias, gozan de autonomía y no pue-

69. Joaquín ferret i jacas, op. cit., pág. 340.
70. Joaquín ferret i jacas, op. cit., pág. 340.
71. Luis orteGa álvarez, “La Comunidad Autónoma de Madrid como área metropolitana”, en Eduardo García de enterría 

(dir.), Madrid, Comunidad Autónoma metropolitana, Instituto de Estudios Económicos, 1983, págs. 131 y 132.
72. Luis orteGa álvarez, op. cit., pág. 141.
73. Margarita orteGa delGado, “El espacio rural en la ordenación del territorio”, en AA. VV., El espacio rural: ordenación y 

utilización (XVII Semana de Estudios Superiores de Urbanismo), Temas de Administración Local núm. 52, CEMCI, Madrid, 1993, 
págs. 16 y 17.

74. Isaías lóPez andueza, “Articulación de las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales”, en AA. VV., Autonomías 
locales, descentralización y vertebración del Estado, Organización Iberoamericana de Cooperación Intermunicipal (OICI) - 
Universidad Carlos III – IFITE, 1998, págs. 105 a 110.
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den desaparecer como tales instituciones del ordena-
miento. En su opinión, innecesariamente, la Constitu-
ción en su artículo 141 autoriza otras agrupaciones de 
municipios, lo que es extensible, según López Andue-
za, a la autorización contenida en el artículo 152.3, 
para la creación por los estatutos de circunscripciones 
territoriales propias, que gozarán de personalidad jurí-
dica. Parece que tales posibilidades estarían abiertas de 
todas formas a las comunidades autónomas, se con-
tenga o no en los estatutos. Por otra parte, la persona-
lidad jurídica no corresponde a la circunscripción, sino 
al ente local, que puede afrontar tanto la organización 
propia como la administrativa de las comunidades au-
tónomas.

La existencia de ese espacio administrativo en nues-
tro sistema jurídico-administrativo español de entidades 
locales dotadas de autonomía para la gestión de unos 
intereses propios, supone la existencia de corporacio-
nes, o al menos de entidades locales representativas.

No sería así sí se abordase dicho espacio supramuni-
cipal desde un punto de vista no local, esto es, de au-
toorganización de la comunidad autónoma o de la pro-
pia Administración General del Estado, en ámbitos o 
circunscripciones de carácter infraprovincial para todas 
o parte de sus funciones y actividades administrativas.

Esta percepción del territorio tiene una naturaleza 
política, tal y como afirma Arenilla75, puesto que en la 
percepción del territorio cada uno de los entes que 
prestan servicios para un ámbito concreto actúa con 
pretensión de exclusividad sobre el mismo.

De hecho, a juicio del referido autor, la competen-
cia del territorio actúa frente a la lógica planificadora y 
delimitadora del reparto del poder competencial, es un 
factor fijo que condiciona cualquier alteración del mo-
delo, en relación con las Administraciones implicadas.

Resulta por tanto necesario tener en cuenta dicha 
forma de comportamiento institucional, esto es, por 
un lado el equilibrio logrado entre las instituciones que 
actúan sobre un mismo territorio tras largos procesos 
de adaptación, y en un aspecto negativo la redundan-
cia y duplicidades que conducen a ineficiencia y desu-
bicación de los ciudadanos, en una supervivencia de 
las organizaciones y de los sentimientos vinculados a 
estas en relación con el espacio de que se trate.

De hecho la potencialidad del conflicto en las rela-
ciones intergubernamentales, a juicio del indicado Are-

nilla, debe ser tenida en cuenta a la hora de plantear 
las alteraciones de las relaciones de poder entre los di-
versos entes territoriales, ya sea en el supuesto por él 
estudiado referido al Pacto Local, o en la creación de 
entes supramunicipales, aspecto que nos ocupa en el 
presente instante.

Especialmente debe plantearse dicha situación en 
el supuesto de las comarcas o mancomunidades de in-
terés comarcal y de las entidades metropolitanas.

En esos espacios territoriales, las posibilidades de 
actuación administrativa sobre ellos no solo son abor-
dadas desde la clásica perspectiva de lo supramunici-
pal, sino, como más adelante podemos comprobar, 
en el marco de la insuficiencia y escasez de medios de 
los municipios, como principales protagonistas de la 
vida local, para asumir las crecientes necesidades y 
retos de la vida actual, tanto administrativa como so-
cialmente.

Máxime en una época en que una segunda descen-
tralización o Pacto Local en las comunidades autóno-
mas implica una cierta función de dimensionamiento y 
fortalecimiento de los municipios, u otras entidades 
locales que agrupen a estos municipios, para posibili-
tar, desde el principio de cercanía y descentralización, 
la gestión de los servicios hacia los ciudadanos.

Así, Ferret76 señala que al referirse al ente interme-
dio desde un prisma de categoría única, obviando las 
diversas tipologías existentes, se desprende que la úni-
ca opción posible es la organización bajo un principio 
de variedad. Así, entre zonas de montaña y metropoli-
tanas, por ejemplo, median diferencias demasiado pro-
fundas para otorgar idénticas formulas organizativas, e 
idénticos haces o conjuntos de competencias.

Cabe señalar que el espacio supramunicipal, a jui-
cio del citado Ferret, es el ideal para las funciones de 
animación económica de los entes locales, para la pres-
tación de servicios, para la planificación como elemen-
tos caracterizados de las funciones o los conjuntos de 
funciones que pueden desempeñar dichos entes.

Esas funciones se plasmarán en el concreto ámbito 
de actuación administrativa en unas competencias, y 
las referidas competencias supralocales se caracteri-
zan, según Jaume Sánchez77, dependiendo del tipo 
organizativo ante el que nos encontremos, puesto que 
un consorcio, una mancomunidad, un área metropoli-
tana o una comarca, tienen diferentes características 

75. Manuel arenilla sáez, “Algunas cuestiones políticas previas al Pacto Local”, en AA. VV., Los espacios de solidaridad 
territorial como presupuesto del Pacto Local, Escuela Riojana de Administración Pública, 2003, pág. 23.

76. Joaquín ferret i jacas, op. cit., pág. 346.
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en sus relaciones prestacionales y en sus actividades 
administrativas.

Debemos realizar una primera precisión sobre el 
ámbito competencial o funcional de lo supramunicipal 
en relación con el mapa municipal, excesivamente ato-
mizado, de España, y el escaso potencial de los muni-
cipios para prestar servicios, y, por tanto, un primer 
espacio de funciones supramunicipales será el de coo-
peración al ejercicio de funciones propias municipales.

Esta endeblez del tamaño y capacidad de los muni-
cipios, tradicional en España, se acentúa especialmen-
te en los rurales de escasa población, especialmente en 
comunidades autónomas y provincias que hayan sufri-
do un progresivo proceso de despoblación; así por 
ejemplo lo destaca Islas Ubías78 para el caso de Aragón, 
puesto que con menos de 5000 habitantes en dicha 
Comunidad había un 97 % del total de los 729 muni-
cipios existentes en 2004.

Asimismo, con menos de 1000 habitantes existen 
más de 600 municipios, de los cuales un 57 % están 
en una situación demográfica terminal.

Ese prisma de auxilio municipal choca en principio 
con el ámbito tradicional de funciones de las diputa-
ciones provinciales, máxime en las comunidades autó-
nomas de carácter pluriprovincial donde existe dicho 
nivel.

Pero debemos recordar que la Ley de Bases del Ré-
gimen Local, en su artículo 36, a la hora de enumerar 
las funciones de las diputaciones, habla de competen-
cias y auxilio de carácter supramunicipal y en su caso 
supracomarcal, y por lo tanto entiende la existencia de 
un posible espacio reservado al legislador autonómico, 
intermedio entre el municipio y la provincia, que en 
virtud del principio de subsidiariedad puede actuar en 
defecto del municipio y antes que la diputación.

Por tanto, partiendo del núcleo competencial local 
referido al conjunto de funciones, fundamentalmente 
derivadas de los títulos competenciales, sin perjuicio de 
la atribución específica por la legislación sectorial, pre-
vista en el artículo 25 de la LRBRL para los municipios, 
podemos hablar de aquellos como un ámbito de coo-
peración o asistencia al municipio, pero también cabe 
hablar de espacios y materias concretamente supramu-

nicipales: en primer lugar las derivadas del hecho me-
tropolitano, y así las aguas en su tratamiento integral 
tanto de suministro como de evacuación, de trata-
miento y reciclaje de estas; y los residuos por su volu-
men y necesidad de eliminación, lo que implica la 
asunción de recursos ingentes, toda vez que la legisla-
ción más moderna no solo obliga a su recogida en vir-
tud de una función específicamente reservada a los 
municipios por el artículo 86.3 de la Ley 7/1985 en ré-
gimen de monopolio, sino que las diversas legislacio-
nes –y así la Ley 7/1997, de envases, etc.– han obliga-
do al reciclaje y selección en origen de los residuos de 
la célebre bolsa amarilla, lo cual ha supuesto un exce-
sivo gasto y un destino de medios humanos y materia-
les a los cuales los municipios de escaso tamaño no 
pueden hacer frente.

Tenemos por otra parte las funciones de transporte, 
que –independientemente de las legislaciones autonó-
micas, que pueden atribuir o crear instituciones regula-
doras de la materia– tradicionalmente en el fenómeno 
de sociedad avanzada en la comunicación suponen la 
creación de nudos de comunicaciones de nivel infra-
provincial y supramunicipal, para posibilitar el acceso 
diario al trabajo, a los colegios, a los servicios educati-
vos y en general a los servicios comerciales, etc. de 
todo tipo de equipamiento.

Esa aseguración de los medios de transporte79 pue-
de implicar la necesidad de una regulación a ese nivel 
supramunicipal, o de figuras integrales como puedan 
ser los Consorcios de Transporte del Área Metropolita-
na de Barcelona o el Consorcio Regional de Transpor-
tes de la Comunidad de Madrid, que agrupen tanto el 
transporte por carretera como el ferroviario, así como 
otras modalidades, como puede ser el ferrocarril subte-
rráneo o metropolitano.

En el ámbito de las funciones de lo supramunicipal 
debemos distinguir, como ya hemos abundado ante-
riormente, entre las funciones ejercidas en el ámbito 
supramunicipal, todas ellas de carácter local, el caso de 
las comunidades pluriprovinciales y el de las uniprovin-
ciales.

En las pluriprovinciales debemos señalar, sin perjui-
cio de la ulterior reforma que se propugna desde diver-

77. Jaume sánchez, “Las competencias supralocales”, en AA. VV., Comunidades Autónomas y Gobiernos Locales, Diputación 
de Barcelona, 1987, págs. 353 a 360.

78. Jesús islas uBías, “Proceso de comarcalización y provincia. Un lugar bajo el sol”, ponencia presentada en el Congreso 
Municipia Siglo XXI “Ciudadanía y Gobierno Local”, celebrado en Zaragoza los días 1, 2 y 3 de diciembre de 2004.

79. Un estudio actual sobre el régimen del transporte urbano lo tenemos en Tomás cano camPos y Eloísa carBonell Porras, 
“Los transportes urbanos”, en Santiago muñoz machado (coord.), Tratado de Derecho Municipal, op. cit., 2.ª edición, volumen 
II, 2003, págs. 1671 a 1738.
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sos sectores80 en relación con las entidades locales, que 
las reformas de los estatutos de autonomía establecen 
como primera condición para llevar a cabo la reforma 
estatutaria en materia local la desaparición de la pro-
vincia como entidad local necesaria, cuestión muy vin-
culada a la denominada “interiorización” autonómica 
del derecho local, aunque la prevalencia de la legisla-
ción básica ha quedado claramente afirmada por el 
Tribunal Constitucional.

Esa cuestión, que sería de posible injerencia consti-
tucional, no es tan remota ni tan disparatada, pero es 
actualmente imposible, conforme a la literalidad de los 
artículos 137 y 141 de la Carta Magna, así como en 
relación con la jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal sobre garantía institucional.

Así, en primer lugar, en las competencias de las co-
munidades pluriprovinciales sobre la coordinación de 
los servicios municipales entre sí para la garantía de la 
prestación integral y la adecuada realización de los 
mismos en toda la provincia, la asistencia y coopera-
ción jurídica, económica y técnica a los municipios, y 
especialmente a los de menor capacidad económica y 
de gestión, así como el fomento y administración de 
los intereses particulares de la provincia, serán compe-
tencias claramente reservadas a la diputación por im-
perativo del artículo 36 de la LRBRL, que se verán am-
pliadas por lo dispuesto en el artículo correspondiente 
del Texto Refundido de Régimen Local sobre medios 
económicos propios de cooperación a los servicios mu-
nicipales, subvenciones, etc.

Ahora bien, el propio artículo 36 de la Ley de Bases 
del Régimen Local no excluye la existencia de comarcas 
en esas comunidades, como ocurre efectivamente en 
el caso de Aragón, cuya legislación positiva ha optado 
por este sistema dual de entidades locales supramuni-
cipales provinciales y comarcales, coexistiendo, puesto 
que el artículo 36.1.c) establece que es competencia 
provincial la prestación de servicios públicos de carác-
ter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal.

En consecuencia cabe afirmar que existe un servicio 
público que no es municipal, y por tanto no se corres-
ponde con los mínimos obligatorios del artículo 26 de 
la Ley de Bases del Régimen Local, pero que tampoco 
puede llegar a integrar un servicio público autonómi-

co, esto es, de los que estuvieran reservados por la le-
gislación de las diferentes comunidades autónomas a 
la prestación por parte de la entidad regional corres-
pondiente.

Ahora bien, la existencia de un servicio público no 
implica la existencia de una competencia, puesto que 
no todos los servicios públicos se ejercen en virtud de 
competencias, dado que puede haber competencias 
no prestacionales y por tanto no de servicio, como las 
funciones de inspección, control, reglamentación y fo-
mento, siguiendo la teoría tradicional de la actividad 
administrativa de Jordana de Pozas81.

Ahora bien, el núcleo fundamental del ámbito de 
prestación de lo supramunicipal está relacionado con 
ese espacio de servicio público, a excepción del fomen-
to del espacio físico-geográfico que da lugar a la exis-
tencia de esa entidad intermedia entre el municipio y la 
provincia, en su caso, o de la propia provincia como 
expresamente recoge el artículo 36 de la Ley 7/1985.

Por tanto, y en aras de una sistemática de las fun-
ciones supramunicipales, deberemos destacar funcio-
nes supramunicipales clásicas y funciones supramunici-
pales derivadas del nuevo sistema organizativo de prin-
cipios del siglo XXI, que se cristalizan en la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local.

En cuanto a las clásicas, cabe citar las anteriormen-
te enunciadas, derivadas de lo que históricamente se 
ha denominado el hecho metropolitano, esto es, los 
flujos de interpoblación conectados: transportes, resi-
duos, aguas y en general las derivadas del tratamiento 
ambiental del entorno, etc.

En segundo lugar, podemos hablar de las funciones 
de cooperación y asistencia a los municipios, en rela-
ción con la prestación, sobre todo, de los servicios mí-
nimos obligatorios de estos. 

Ese clásico nivel de cooperación implica tanto la 
asistencia técnica, económica y jurídica, como real-
mente las funciones de sustitución del municipio por la 
entidad supramunicipal en cuanto a la prestación di-
recta.

Podríamos también hablar del fomento del espacio 
supramunicipal, entendido en sentido de fusión de pro-
ductos, o desde el punto de vista turístico de ese espa-

80. Así, Gerardo ruiz-rico ruiz y Mayte salvador cresPo, en “Entidades locales y reforma de los estatutos de autonomía”, 
ponencia presentada en el Congreso Municipia Siglo XXI “Ciudadanía y Gobierno Local”, celebrado en Zaragoza los días 1, 2 y 
3 de diciembre de 2004.

81. Así, Luis jordana de Pozas, “El problema de los fines de la actividad administrativa”, RAP, núm. 5, enero-abril 1951, págs. 
11 a 28.
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cio, función clásica igualmente por establecerla como 
necesaria para el ámbito provincial el artículo 36.1.d) de 
la Ley 7/1985, en cuanto a denominaciones, por ejem-
plo, de calidad de productos de un ámbito concreto es-
pacial, como pueden ser las de productos alimenticios, 
vitivinícolas, etc., la Torta del Casar en Cáceres, etc.

Dentro de ese nuevo concepto de lo supramunici-
pal debemos destacar las funciones que pueden asu-
mirse que originariamente corresponderían a otras en-
tidades –específicamente los pequeños municipios–, y 
especialmente las de coordinación y supervisión.

La verdadera novedad, y no pacífica desde lue-
go82, en materia supramunicipal de la Ley con respec-
to a la legislación vigente, es la coordinación en la 
prestación de los servicios de carácter obligatorio 
para los municipios de menos de 20 000 habitantes, 
prevista tras la nueva redacción del artículo 26, apar-
tados 2 y 3, de la LRBRL, la cual supone que la dipu-
tación propondrá, con la conformidad, eso sí, de los 
municipios (diferencia con respecto al texto originario 
del Anteproyecto de Ley), las fórmulas para la presta-
ción de esos servicios, aunque es el Ministerio el que 
decide, con informe de la comunidad autónoma; 
también prevé que la diputación debe acreditar en un 
informe a petición de un municipio que se puede exi-
mir de dicha coordinación, en el supuesto de que el 
servicio prestado por el municipio tenga un coste 
efectivo menor que el de su integración o coordina-
ción a nivel provincial.

Para coordinar la citada prestación de servicios la 
diputación propondrá, con la conformidad de los mu-
nicipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas la forma de prestación, consisten-
te en la prestación directa por la diputación o la im-
plantación de fórmulas de gestión compartida a través 
de consorcios, mancomunidades u otros. Para reducir 
los costes efectivos de los servicios, el mencionado Mi-

nisterio decidirá sobre la propuesta formulada, que de-
berá contar con el informe preceptivo de la comunidad 
autónoma si es la Administración que ejerce la tutela 
financiera. 

En cualquier caso, conforme a la redacción final, 
tras la enmienda del Grupo Popular en el Senado, tal y 
como hemos comprobado, los municipios podrán ar-
gumentar ante la diputación otras fórmulas viables en 
costes que requerirán la decisión de la diputación, de-
cisión que en buena lógica, y si no quiere incurrir en 
arbitrariedad, aquella debe motivar, siendo dicha deci-
sión fiscalizable en vía administrativa y contencioso-
administrativa.

Cuando la diputación o entidad equivalente asuma 
la prestación de estos servicios, repercutirá a los muni-
cipios el coste efectivo del servicio en función de su 
uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas 
y asume su prestación la diputación o entidad equiva-
lente, será a esta a quien vaya destinada la tasa para la 
financiación de los servicios.

Cuando la diputación o entidad equivalente acredi-
te en un informe, a petición del municipio, que este 
puede prestar los servicios con un coste efectivo menor 
que el derivado de la forma de gestión decidida por la 
diputación provincial o entidad equivalente, el munici-
pio podrá asumir la prestación y coordinación de di-
chos servicios.

Otra fórmula de coordinación atribuida a las dipu-
taciones es la incorporada mediante la enmienda núm. 
41183, referida en el artículo 36.1 LRBRL, que queda 
redactado como sigue:

“1. Son competencias propias de la Diputación o 
entidad equivalente las que le atribuyan en este con-
cepto las leyes del Estado y de las Comunidades Autó-
nomas en los diferentes sectores de la acción pública y, 
en todo caso, las siguientes:
“[…]

82. Sirva de ejemplo la enmienda núm. 367 (BOCG de 30 de octubre de 2013, pág. 263) del Grupo Parlamentario Catalán 
(CiU) en el Congreso, que señala: 

“El artículo 26 elimina por completo el principio de autonomía local, puesto que vacía a los municipios de menos de 20.000 
habitantes de la capacidad de decisión del consistorio, democráticamente elegido, para pasar la gestión de las competencias 
municipales a las diputaciones, lo cual contraviene el artículo 140 de la Constitución, el cual mandata que el gobierno y 
administración de los municipios ‘corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y Concejales.’

“A la objeción al propio modelo, cabe añadir la profunda inseguridad jurídica resultante de un sistema en que toda decisión 
se deja al arbitrio de las diputaciones y se restringe la capacidad de los ayuntamientos para la defensa de la prestación de sus 
servicios, a la demostración en términos comparativos de una mejora de costes, que en ningún caso se dice si deben ser 
considerados de forma conjunta o individualizada, en relación al catálogo que contiene el propio precepto.

“Finalmente, el hecho que la asunción de la prestación de servicios municipales y la plena capacidad de decisión sobre los 
mismos recaiga en una administración no sujeta, en cuanto a su composición, a mecanismos de elección directa y al margen 
de la organización territorial que establece el EAC, hace que el modelo de la reforma, en su conjunto, merezca su reprobación”.

83. Grupo Parlamentario Popular, BOCG de 30 de octubre de 2013, pág. 286.
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“i) La coordinación mediante convenio, con la Co-
munidad Autónoma respectiva, de la prestación del 
servicio de mantenimiento y limpieza de los consulto-
rios médicos en los municipios con población inferior a 
5000 habitantes”.

La intervención de las diputaciones lógicamente 
debe entenderse, en el caso de las comunidades autó-
nomas uniprovinciales, referida a las comunidades autó-
nomas.

Otra cuestión a reseñar es la nueva redacción del 
artículo 27.2 LRBRL en cuanto a que la Administración 
delegante (Estado o comunidades autónomas) podrá 
solicitar la asistencia de las diputaciones provinciales 
para la coordinación y el seguimiento de los servicios o 
prestaciones que se deleguen.

En relación con el Estado, no existe ninguna duda 
de la juridicidad o adecuación al marco constitucional 
de competencias de dicha delegación, pero no así en 
relación con las comunidades autónomas.

Por otra parte, debemos recordar que la Ley 
12/1983, del Proceso Autonómico, pretendió la asun-
ción por parte de las diputaciones provinciales de la 
gestión ordinaria de los servicios propios de las comu-
nidades autónomas en su territorio, y, en general, los 
estatutos de autonomía de las diversas comunidades 
autónomas lo contemplan; así, por ejemplo, el artículo 
37 del de Cantabria, para el caso de las comunidades 
autónomas uniprovinciales, de forma análoga, posibili-
ta la delegación en otras entidades infrautonómicas de 
funciones de las comunidades autónomas84.

Ahora bien, la existencia de unas funciones supra-
municipales que pudieran dar lugar a unas competen-
cias supramunicipales debe referirse nuevamente a la 
voluntad política del legislador, puesto que no solo la 
creación de entidades en base a lo dispuesto por el 
artículo 3.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, estatal, sino 
en general la asunción de funciones concretas en vir-
tud del principio de vinculación positiva en la actuación 
de la Administración, enunciado por García de Ente-
rría, requieren de la voluntad específica del legislador, 
en este caso autonómico, en cuanto a la distribución 
de dichas funciones. Incluso en las comunidades autó-
nomas que han optado por la creación de una genera-

lizada red de entidades supramunicipales de ámbito 
infraprovincial, como Aragón o Cataluña en el caso de 
las pluriprovinciales, y Cantabria, aunque embrionaria-
mente, en el caso de las uniprovinciales, la asunción de 
las funciones por cada una de estas entidades se ha 
realizado en base a la específica legislación sectorial. 

Así, por ejemplo, podemos hablar de competencias 
comarcales turísticas solo a partir de la Ley 13/2002, de 
21 de junio, de Turismo de Cataluña, y eso que esa 
norma es muy posterior al bloque de ordenación terri-
torial de 1987 y a la creación de las comarcas, enten-
diendo que el turismo es una de las competencias 
esenciales de ámbito supramunicipal que pudieran ser 
interpretadas en clave local.

Aquí no cabe hablar tanto de una renuencia en la 
atribución de funciones supramunicipales en el ámbito 
local cuanto de una renuencia basada en la resistencia 
del ente autonómico a perder funciones, puesto que 
en buena parte, al imposibilitar la pérdida total de 
competencias por parte de las diputaciones provincia-
les, la existencia de un espacio supramunicipal comar-
cal o ámbito geográfico similar que tuviera funciones 
de cooperación y asistencia, así como de fomento pro-
vincial, es en base a sobre todo el gran volumen de 
competencias de las comunidades autónomas a aten-
der mediante una descentralización territorial, donde 
pueda asumirse la realidad y efectividad de ese espacio 
supramunicipal intermedio.

Por tanto podemos concluir que el ámbito concreto 
de lo supramunicipal puede distinguirse en cuanto a lo 
local en dos grandes apartados: por un lado, lo local 
propiamente dicho, esto es, las funciones que la legis-
lación de régimen local atribuye a las entidades locales 
y sustancialmente a los municipios, o, en su caso, las 
legislaciones autonómicas a las entidades locales de 
ámbito supramunicipal, y, con carácter general, a las 
provincias en los artículos 34 y siguientes de la LRBRL; 
y por otro lado, las funciones de carácter ex novo o no 
locales clásicas, derivadas de pactos locales en un fe-
nómeno de segunda descentralización o de asunción 
de nuevas funciones no previstas históricamente.

La función más importante es la de la cooperación 
intraprovincial85. Esa cooperación, atribuida directamen-

84. El artículo 37 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Cantabria señala: “La Comunidad Autónoma de 
Cantabria ejercerá sus funciones administrativas a través de los organismos y entidades que se establezcan, dependientes del 
Gobierno, y pudiendo delegar dichas funciones en las comarcas, municipios y demás entidades locales, si así lo autoriza una ley 
del Parlamento que fijará las oportunas formas de control y coordinación”.

85. El origen de esta fórmula lo tenemos en los Estatutos de Calvo Sotelo, y así puede estudiarse en Juan d’anjou González, 
“El principio de cooperación en los Estatutos, Municipal y Provincial, de Calvo Sotelo”, en José Antonio García-trevijano Garnica 
(coord.), Cincuentenario del Estatuto Municipal: estudios conmemorativos, IEAL, 1975, págs. 353 a 376.
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te por la Ley de Bases, tal y como afirma Alejandro Nie-
to86, distingue en primer lugar el fin objetivo de dicha 
cooperación, que es la gestión de actividades y servicios 
públicos competencia de los entes locales, y los previstos 
en el artículo 25 de la Ley de Bases, y sobre todo en el 
26, en cuanto a servicios de obligatoria e inexcusable 
existencia que el propio artículo 156 del aún vigente Re-
glamento de Servicios de las Corporaciones Locales, 
aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, reserva a 
las diputaciones provinciales, y que por tanto, al no ser 
una reserva de carácter legal, puede ser sustituida por 
una norma autonómica en la materia, atribuyéndolo a 
otras entidades locales de ámbito supramunicipal.

Dentro de ese fin objetivo, por un lado, distingue 
Nieto lo referido al tamaño de los municipios, esto es, 
a su capacidad económica y de gestión conforme al 
artículo 36 de la LRBRL y al 161 del Reglamento de 
Servicios; este último precepto 161, referido en su mo-
mento –año 1955– a municipios de menos de 20 000 
habitantes, hay que entenderlo asumido lógicamente 
por la Ley 27/2013, al incluir esa barrera para las fun-
ciones de coordinación de servicios por las diputacio-
nes, aunque el tamaño poblacional de menos de  
20 000 habitantes puede que haga posible a los muni-
cipios prestar directamente los servicios.

En segundo lugar se tiene en cuenta la efectividad 
de los servicios, conforme al punto 4 del artículo 30 del 
Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes 
en materia de Régimen Local, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

Por último, la cooperación puede ser total, por la 
totalidad de los servicios o de su funcionamiento, por 
lo cual poco quedaría más que la propia institución en 
cuanto organización del municipio y ayuntamiento, o 
parcial, que es lo más habitual.

Quizá de los instrumentos de cooperación el más 
representativo es el clásico plan provincial de coopera-
ción a las obras y servicios municipales, que no tiene 
por qué ser necesariamente realizado por una diputa-
ción provincial87, como de hecho ocurre en las comuni-
dades autónomas uniprovinciales, cuyo plan realiza la 
comunidad autónoma; así, en la Comunidad de Ma-
drid, el Plan Regional de Inversiones y Servicios de Ma-

drid (PRISMA), cuyas determinaciones quedan estable-
cidas en la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administra-
ción Local.

Dichos planes, creados por la Ley de Presupuestos 
de 1957, tal y como afirma Nieto88, no son objeto de 
variación en cuanto al ente promotor y difusor de los 
mismos en el caso de las comunidades uniprovinciales; 
en el caso, por ejemplo, de Cataluña, se establece un 
plan único de obras y servicios para toda la Comuni-
dad, que pretende alcanzar un máximo de homogenei-
dad en las actuaciones parciales de cada diputación.

Ello tiene su aval constitucional en base al inciso fi-
nal del artículo 36.2.a) de la Ley 7/1985, que atribuye 
a las comunidades autónomas la potestad genérica de 
coordinar los planes provinciales, puesto que el mismo 
señala que, sin perjuicio de las competencias reconoci-
das en los estatutos de autonomía y de las anterior-
mente asumidas y ratificadas por estos, la comunidad 
autónoma asegura, en su territorio, la coordinación de 
los diversos planes provinciales. 

Dicha figura de coordinación fue objeto de regula-
ción por la Ley de las Cortes Valencianas de 4 de octu-
bre de 1986, de coordinación de los intereses comunes 
de las diputaciones provinciales, considerada constitu-
cional por la STC de 27 de febrero de 1987, que con-
tiene la regulación de la competencia prevista por el 
Estatuto de Autonomía de Valencia en su artículo 47.3, 
que prevé y autoriza formas muy concretas de coordi-
nación de las actividades provinciales.

Pero la existencia de un plan único no implica la 
inexistencia de los planes provinciales, puesto que, tal 
y como señala Nieto, la existencia de estos planes sigue 
siendo también incuestionable de forma legal89, no pu-
diendo imponerse desde el ente imponente, en este 
caso la Generalitat de Cataluña, el plan único o apor-
taciones a dicho plan único a las diputaciones provin-
ciales, tal y como confirmó expresamente la STS de 1 
de septiembre de 1990: “No existe un régimen espe-
cial regional para la Generalidad de Cataluña reconoci-
do en la LRBRL que permita a esta el uso de su facultad 
de coordinación, fijar con carácter de obligatorio para 
la diputación la cuantificación de su aportación al Plan 
de Obras y Servicios de la Generalidad”. Dicha senten-

86. Alejandro nieto, “Cooperación y asistencia”, Capítulo VI de Rafael Gómez-ferrer (dir.), La provincia en el sistema 
constitucional, Diputación de Barcelona - Civitas, 1991, págs. 153 y 154.

87. Un estudio de la materia lo tenemos en Rafael molina mendoza, Cooperación provincial a obras y servicios municipales, 
Universidad de Valencia - IEAL, 1980.

88. Alejandro nieto, “Cooperación y asistencia”, op. cit., pág. 155.
89. Alejandro nieto, “Cooperación y asistencia”, op. cit., pág. 162.
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cia sigue la línea de otra anterior de 23 de junio de 
1989.

Lo señalado para el estadio superior, debemos te-
nerlo en cuenta para el inferior: si lo supramunicipal es 
asumido teniendo como prototipo el Plan de Coopera-
ción por la entidad autonómica, la garantía institucio-
nal de las diputaciones operará como salvaguarda para 
la existencia de planes provinciales; pero en el caso de 
lo infraprovincial y supramunicipal, o bien se estable-
cen mecanismos de cooperación, o normalmente te-
nemos figuras de reduplicación, lo cual, en el supuesto 
de existencia de entes, parece difícil, puesto que las 
relaciones de cooperación son voluntarias o difícilmen-
te podrán establecerse mediante mecanismos coordi-
nadores, puesto que las propias diputaciones son los 
primeros enemigos de la existencia de entidades infra-
provinciales de carácter local.

Una buena salida al supuesto anterior es lo que su-
cede en la Diputación Provincial de Valencia90, que es la 
comarcalización de los planes de cooperación; otra, en 
el sentido de mayor cooperación y participación de los 
municipios, es la que se establece por la Diputación 
Provincial de Granada como elemento pionero, que es 
la determinación de las inversiones por parte de los 
municipios a través del programa “Granada en red”91, 
realizando los planes y solicitando las inversiones plu-
rianuales.

En cualquier caso la Ley de racionalización introdu-
ce un nuevo esquema para los planes, en los cuales se 
obliga a recoger los costes de los servicios municipales, 
y así el artículo primero de dicha Ley, apartado trece, 
otorga una nueva redacción al indicado artículo 36.2.a) 
LRBRL, con el siguiente tenor literal:

“Aprueba anualmente un plan provincial de coope-
ración a las obras y servicios de competencia munici-
pal, en cuya elaboración deben participar los Munici-
pios de la Provincia. El plan, que deberá contener una 
memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios 
de distribución de los fondos, criterios que en todo 
caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que 
estará el análisis de los costes efectivos de los servicios 
de los municipios, podrá financiarse con medios pro-
pios de la Diputación o entidad equivalente, las aporta-
ciones municipales y las subvenciones que acuerden la 
Comunidad Autónoma y el Estado con cargo a sus res-

pectivos presupuestos. Sin perjuicio de las competen-
cias reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de 
las anteriormente asumidas y ratificadas por estos, la 
Comunidad Autónoma asegura, en su territorio, la 
coordinación de los diversos planes provinciales, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley.

“Cuando la Diputación detecte que los costes efec-
tivos de los servicios prestados por los municipios son 
superiores a los de los servicios coordinados o presta-
dos por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de 
prestación unificada o supramunicipal para reducir sus 
costes efectivos.

“El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, 
pueden sujetar sus subvenciones a determinados crite-
rios y condiciones en su utilización o empleo y tendrán 
en cuenta el análisis de los costes efectivos de los ser-
vicios de los municipios”.

A título de recapitulación sobre el panorama actual, 
en relación con la existencia de competencias del espa-
cio supramunicipal, debemos destacar el papel cardinal 
de las comunidades autónomas, en tanto en cuanto 
las competencias legislativas sobre gran parte de los 
asuntos que podían ser considerados supramunicipales 
hoy residen en el ámbito de la competencia autonómi-
ca, y por tanto pueden ser objeto o bien de una des-
concentración en dichos espacios, o bien de una trans-
ferencia o traslación competencial mediante un Pacto 
Local autonómico; y por otra parte, y no menos impor-
tante, tal y como afirma la STC 214/1989, en virtud del 
fuerte grado de interiorización que dichos espacios 
supramunicipales tienen en el ámbito autonómico.

4. Competencias y regulación jurídica de las 
entidades supramunicipales

Esta circunstancia del grado de interiorización fue en-
tendida lógicamente por el legislador básico estatal, 
al desarrollar las competencias del artículo 149.1.18.ª 
CE en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, en lo referente a las entida-
des locales previstas en su artículo 3.2, esto es, las 
comarcas, las mancomunidades, las áreas metropoli-
tanas y las entidades de ámbito territorial inferior al 
municipio. 

90. Supuesto estudiado por Juan climent BarBerá en “La cooperación estatal y autonómica en los servicios municipales”, en 
Santiago muñoz machado (dir.), Tratado de Derecho Municipal, op. cit., volumen I, 1.ª edición, Civitas, 1988, págs. 279 a 317.

91. Acerca del referido proyecto, véase José Ignacio martínez García, “Las diputaciones provinciales de régimen común en 
los albores del siglo XXI. El proyecto ‘Granada en red’)”, Revista de Estudios Locales, núm. 77, 2004, págs. 43 a 46.
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Cuestión distinta es la de la provincia, por el propio 
carácter de dicha demarcación/institución.

Así, la provincia ha sido defendida en su garantía 
institucional ya desde la STC 32/1981, y en la actuali-
dad más reciente, frente a su supresión o falta de men-
ción de la misma en el Estatuto de Autonomía de Ca-
taluña, en cuanto a las diputaciones provinciales y su 
sustitución por las veguerías, por la necesidad de man-
tener la provincia como entidad local (fundamento ju-
rídico 40 de la STC 31/2010) y además con su actual 
territorio, siendo necesaria para su modificación una 
ley orgánica estatal, en ese sentido, si se admite por el 
Tribunal Constitucional, tal y como se destaca por Tur 
Ausina y Álvarez Conde92. 

En dicha línea, los preceptos en relación con las ve-
guerías del Estatuto de Cataluña son constitucionales 
siempre que respeten, a su vez, la garantía constitucio-
nal de la provincia como ente local en Cataluña, no 
siendo necesario que su organización específica se ar-
ticule a través de una diputación provincial, pero indi-
cándose por el Alto Tribunal (fundamento jurídico 40 
de la STC 31/2010) que “la previsión estatutaria de la 
existencia de veguerías, sean cuales sean sus límites 
geográficos, no puede suponer la supresión de las pro-
vincias en Cataluña ni la de sus funciones constitucio-
nales”. Dicha interpretación del artículo 90 del Estatu-
to se incorpora expresamente en el fallo de la senten-
cia del Tribunal Constitucional. 

En cualquier caso, en relación con la sustitución de 
la provincia por otras corporaciones representativas de 
las entidades locales en el ámbito local actualmente 
provincial, debemos recordar que, conforme a la STC 
385/1993, dicho cambio de nombre de las provincias 
forma parte de las bases del régimen local, razón por 
la cual el propio Consejo Consultivo de la Generalitat, 
en su dictamen sobre el Proyecto de Estatuto de Auto-
nomía catalán, entendió que el cambio de nombre co-
rrespondiente debería provocar un cambio de orienta-
ción jurisprudencial.

Así, debemos recordar cómo con el ya indicado 
fundamento jurídico 40 de la sentencia 31/2010, de 
28 de junio, el Estatuto autonómico y el estatuyente 
no pueden disponer sobre el aspecto de la organiza-
ción territorial del Estado, siendo las provincias parte 

de este; señala aquel de forma literal que “ni la es-
tructura provincial es el único criterio de organización 
territorial de los servicios […], ni con la opción estatu-
taria por la división del territorio catalán en veguerías 
se perjudica a la división del territorio del Estado en 
provincias”. 

Igualmente, la sentencia complementa dicha cir-
cunstancia afirmando que: “la garantía constitucional 
de la provincia como entidad local no excluye la exis-
tencia de otras entidades de gobierno supramunicipal, 
fuera, claro está, de aquellas que pudieran perjudicar 
la existencia y autonomía de la única que en ese ámbi-
to está constitucionalmente garantizada”. Por lo que 
el Tribunal Constitucional interpreta de forma clara, tal 
y como recogen los ya indicados Tur Ausina y Álvarez 
Conde93, que “la previsión estatutaria de la existencia 
de veguerías, sean cuales sean sus límites geográficos, 
no puede suponer la supresión de las provincias en Ca-
taluña ni la de sus funciones constitucionales”, lo cual 
queda claro de forma radical en la interpretación cons-
titucional, por lo tanto incorporándose no solo a las 
bases de régimen jurídico de las Administraciones Pú-
blicas, que no son disponibles por parte de las comuni-
dades autónomas, sino también a la naturaleza institu-
cional de las provincias (reflejadas como parte inte-
grante de la estructura territorial del Estado), indispo-
nible, por tanto, por las comunidades autónomas.

Ello es evidente puesto que las competencias que 
tengan las diferentes comunidades autónomas en mate-
ria de régimen local, y en concreto la de Cataluña (cues-
tión exactamente parangonable, en nuestra opinión, a la 
de Andalucía), tal y como destaca Remottí Carbonell94, 
deberán entenderse sin perjuicio de las competencias 
que en dicha materia pueda tener el Estado.

Esta circunstancia, la recoge la STC 31/2010, de 28 
de junio, en su fundamento jurídico 36, recordando las 
determinaciones ya expuestas en la STC 84/1982, de 
23 de diciembre, fundamento jurídico 4, tal y como se 
recoge en la STC 331/1993, de 2 de noviembre, funda-
mento jurídico 20, referentes a las competencias de las 
comunidades autónomas sobre régimen local, siempre 
como resultado de la actividad concurrente del Estado, 
en el sentido más estricto del término, y de las propias 
comunidades autónomas.

92. Rosario tur ausina y Enrique álvarez conde, Las Consecuencias Jurídicas de la Sentencia 31/2010, de 28 de junio del 
Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Cataluña. La Sentencia de la Perfecta Libertad, Aranzadi, 2010.

93. Rosario tur ausina y Enrique álvarez conde, op. cit., pág. 32.
94. José Carlos remottí carBonell, El Estatuto de autonomía de Cataluña y su interpretación por el Tribunal Constitucional, 

JB Bosch Editor, 2011, págs. 116 y 117.
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Por lo tanto, cabe resaltar lo que tradicionalmente se 
ha denominado “carácter bifronte” de la legislación 
sobre régimen local, manteniéndose el carácter de la 
legislación básica estatal, que debe respetar la legisla-
ción autonómica y en este caso el estatuto de autono-
mía correspondiente, cuestión reafirmada por la STC 
103/2013 y posteriores.

5. La reforma local. Aspectos generales y su-
pramunicipales

La profunda modificación que ha sufrido la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, en virtud de la Ley de racionalización y sostenibi-
lidad de la Administración Local, fundamentalmente 
por la pretensión de adaptación de España a los crite-
rios de convergencia en la Unión Monetaria, a causa 
del pacto de estabilidad, así como los compromisos 
adquiridos por el Gobierno español en relación con el 
Memorandum of Understanding, lógicamente plasma-
dos en nuestro ordenamiento por la nueva redacción 
del artículo 135 de la Carta Magna y por la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupues-
taria y Sostenibilidad Financiera, supone un cambio 
general en la línea del cumplimiento de dichos objeti-
vos en todo el entramado de la Administración local 
española. 

Así, en el ámbito de lo supramunicipal o intermuni-
cipal, dependiendo de las concepciones que se tengan 
al respecto, no se trata tan solo de una cuestión mera-
mente de ámbito español, puesto que la crisis tiene un 
ámbito europeo, especialmente en el sur de Europa, y 
se han dado soluciones con respecto al sistema admi-
nistrativo y al tipo de Administración local en Grecia95, 

Éire96, Portugal97 e Italia98, así como lógicamente en Es-
paña; por lo tanto, es ampliamente aceptada la necesi-
dad de la reforma, tanto por las duplicidades como por 
la racionalización de la multiplicidad de niveles del Go-
bierno local. 

Cabe una opción previa, que es la reforma de la 
planta local, que daría lugar al reforzamiento de los 
municipios, con la obligatoriedad, por ejemplo, de un 
núcleo de población de más de 20 000 habitantes, por 
la cual no ha querido optar el legislador, que simple-
mente, en su aspecto básico, independientemente de 
las legislaciones autonómicas, ha establecido un nú-
mero mínimo de población en 5000 habitantes, con-
forme al artículo 13 LRBRL en su redacción dispuesta 
por la Ley de Racionalización.

Así, en cuanto al régimen de las provincias, debe-
mos destacar, tal y como afirma Almeida Cerreda99, 
que la provincia se encuentra en una doble situación 
de crisis: la primera de ellas, una conjunta de las enti-
dades locales y –añadimos nosotros– del sector público 
en general, derivada de la profunda crisis financiera y 
la situación económica, que implica una falta de recur-
sos evidente para satisfacer las necesidades que tradi-
cionalmente se venían prestando; y en segundo lugar, 
una crisis de carácter institucional, ya apuntada por 
Cosculluela Montaner100, de problemática de la provin-
cia como entidad local, planteándose dentro de esa 
crisis su legitimidad, por la elección de forma indirecta 
prevista por los artículos 204 y siguientes de la Ley Or-
gánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General, que –recuérdese– supone una elección a tra-
vés de los concejales en partidos judiciales, que se vie-
ne arrastrando desde el siglo XIX, y que implica una 
representación no de los ciudadanos, sino de los muni-
cipios en la corporación, e igualmente una desconfian-

95. Un estudio general de las reformas de la intermunicipalidad lo tenemos en Remy le scout (dir.), Reformer 
l’intercommunalité, Presses universitaires de Rennes, 2012.

96. Rodrigo moreno fuentes, “Irlanda: crisis económica y gobierno local”, en Luis cosculluela montaner, Luis medina alcoz, 
María hernando rydinGs y Eloísa carBonell Porras (coords.), Crisis económica y reforma del régimen local, Civitas - Thomson 
Reuters, 2012, págs. 493-533.

97. Sobre el supuesto portugués puede consultarse Marcos almeida cerreda, “Portugal: el debate sobre la reforma de la 
Administración local”, en Crisis económica y reforma del régimen local, op. cit., págs. 415-446. 

98. Sobre Italia, vid. Fabio Cortese, “La evolución reciente del régimen local italiano: las reformas motivadas por la crisis 
económica”, en Anuario de Derecho Municipal, 2012, núm. 6, Marcial Pons – UAM, págs. 207 a 219; Luis medina alcoz, 
“Distribución de las competencias sobre entes locales en la República Italiana”, en Luis cosculluela montaner y Eloísa carBonell 
Porras (dirs.), Reforma estatutaria y régimen local, op. cit., págs. 285 a 344; y Donata BorGonovo re, “Italia: la reforma del 
sistema provincial”, en Crisis económica y reforma del régimen local, op. cit., págs. 393 a 414.

99. Marcos almeida cerreda, “La reforma de la planta, estructura competencial, organización y articulación de la 
Administración local”, en Juan José díez sánchez (coord.), La planta del Gobierno local, 2.ª Edición, Asociación Española de 
Profesores de Derecho Administrativo - Fundación Democracia y Gobierno Local, 2013, págs. 99-100.

100. Luis cosculluela montaner, “Problemática de la provincia como entidad local”, en Crisis económica y reforma del 
régimen local, op. cit., págs. 99-124.
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za de los ciudadanos que, unida a la falta de percep-
ción de las funciones provinciales, habiéndose produci-
do –añadimos nosotros– la sustracción de buena parte 
de sus funciones por las comunidades autónomas en el 
periodo 1979-1986, ha supuesto una potenciación de 
la idea de la idoneidad de la supresión de la propia 
institución.

De hecho, debe reseñarse que en cualquier encues-
ta sociológica o conversación popular las diputaciones 
son, junto al Senado, las entidades que socialmente se 
ven más suprimibles, y recalco “socialmente”, puesto 
que entendemos que tienen sus funciones, incluso 
esenciales, en las provincias con alto grado de rurali-
dad en los municipios.

Ahora bien, en este panorama debemos destacar 
que la nueva Ley de Racionalización no aborda figuras 
que el Tribunal Constitucional declaró expresamente 
constitucionales, como son las agrupaciones de muni-
cipios, fueran ya de carácter forzoso o de carácter vo-
luntario, y que se mantienen todavía en algunas legis-
laciones autonómicas, o incluso con carácter general 
supletorio en la legislación estatal, por ejemplo para el 
mantenimiento del puesto de secretario-interventor de 
los ayuntamientos. Así, debemos destacar que el Real 
Decreto 3046/1977, de 6 de octubre, que desarrolla 
parcialmente la Ley 41/1975, de 19 de noviembre, de 
Bases del Estatuto de Régimen Local, ya regulaba dicha 
circunstancia, y la STC 4/1981, de 2 de febrero, confir-
mó su plena constitucionalidad, incluso en su vertiente 
forzosa –tal y como indica Almeida Cerreda101–. La úni-
ca figuración actualmente existente, dada la falta de 
regulación de la LRBRL, es la ya indicada modalidad de 
agrupación de ayuntamientos prevista en el texto re-
fundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

En ese sentido alguna legislación autonómica ha 
ampliado dicha figura de las agrupaciones para el sos-
tenimiento de personal, pero no entrando en otras ma-
terias, y así, por ejemplo, el artículo 160 de la Ley 
8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comu-
nitat Valenciana, establece:

“Los entes locales territoriales podrán constituir 
agrupaciones para sostener personal común o con 
sede administrativa común cuando lo justifique una 

más eficaz realización de las funciones públicas, falta 
de medios económicos de los entes interesados o su 
proximidad geográfica”.

Partiendo de ese modelo de agrupaciones forzosas 
de municipios o agrupaciones voluntarias, sin constitu-
ción de una entidad local como tal, podían resolverse 
muchos problemas con municipios colindantes o cer-
canos en relación con el sostenimiento de servicios, no 
necesitando de una organización común –con los cos-
tes que eso conlleva–, y abundando y profundizando 
en el objetivo de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre.

De hecho, existen ejemplos de ello, como los tradi-
cionales distritos administrativos de Navarra, o las co-
munidades de municipios previstas por el Texto refun-
dido de la vigente Ley municipal y de régimen local de 
Cataluña, cuyo artículo 123.2 dice expresamente que 
dichas agrupaciones no tienen personalidad jurídica 
propia102. 

Así, el papel de las diputaciones cobra verdadera 
importancia en el marco del nuevo rol de la Adminis-
tración local intermunicipal y, obviamente, supramuni-
cipal.

En ese sentido el texto remitido a las Cortes Gene-
rales supuso, en el aspecto concreto del entramado y 
funciones de las entidades supramunicipales, una va-
riación con respecto a las redacciones de los borrado-
res anteriores al dictamen del Consejo de Estado de 26 
de junio de 2013, en tanto en cuanto el texto original 
del Grupo de colaboración interadministrativa del Ins-
tituto Nacional de Administración Pública, como los 
diversos borradores derivados de las negociaciones con 
la Federación Española de Municipios y Provincias y 
otras entidades representativas del municipalismo es-
pañol, mantuvieron con la redacción que se pretendió 
otorgar al artículo 26.3 LRBRL un papel especialmente 
importante de las diputaciones provinciales, como ges-
toras directas de servicios públicos municipales cuando 
los ayuntamientos de menos de 20 000 habitantes se 
consideraba que no incurrían en el ámbito del equili-
brio presupuestario.

Ese modelo del Anteproyecto anterior al dictamen 
del máximo órgano consultivo del Estado, sobre el cual 
posteriormente abundaremos, no es el que finalmente 
ha adoptado el Proyecto de Ley aprobado el 26 de julio 
de 2013, ni la Ley final de racionalización y sostenibili-

101. Marcos almeida cerreda, op. cit., pág. 114.
102. Véase Jaume renyer i alimBau, “Els ens supramunicipals de caràcter potestatiu: entitats metropolitanes, mancomunitats, 

consorcis i altres formes associatives”, en Judith Gifreu i font y Josep Ramon fuentes i Gasó (dirs.), Règim jurídic dels governs locals 
de Catalunya, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, pág. 247.
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dad de la Administración Local, y por tanto supone 
una consideración alternativa por la cual el legislador 
no ha optado en estos momentos.

Así, con carácter general, debemos destacar que en 
relación con el gobierno local supramunicipal la nueva 
legislación lo que hace es incidir en el marco de la ra-
cionalización general del sector público local, introdu-
ciendo equilibrios de costes financieros en relación con 
la prestación de actividades, y especialmente en rela-
ción con la proliferación de organismos.

En cualquier caso, a los efectos de abundar sobre el 
contenido concreto de las determinaciones que la re-
forma local realiza en el ámbito de la organización ad-
ministrativa de lo supramunicipal y sus consecuencias, 
se hace necesario en primer lugar abordar lo que es el 
ámbito de lo supramunicipal dentro de las funciones y 
capacidades locales respecto a todas las estructuras su-
pramunicipales, y la modificación del Gobierno local 
en dicho ámbito, que se derivan de la Ley 27/2013, de 
27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de 
la Administración Local.

Entrando ya en el contenido de la Ley, cabe en pri-
mer lugar, siguiendo la sistemática prevista por la mis-
ma, destacar la nueva redacción del artículo 3.2 LRBRL 
establecida por el artículo primero, apartado dos, de la 
Ley, puesto que se reconocen plenamente con el carác-
ter de entidad local tanto las mancomunidades como 
las áreas metropolitanas, las comarcas u otras entida-
des que agrupen varios municipios, instituidas por las 
comunidades autónomas, eso sí, de conformidad con 
la LRBRL y con los correspondientes estatutos de auto-
nomía.

Así, vista esta precisión, se recogen en la norma dos 
cuestiones importantes: una, la supresión del carácter 
de entidad local, al menos en la legislación básica de 
régimen local, y entendemos, por tanto, conforme a la 
interpretación del Tribunal Constitucional, de las enti-
dades de ámbito territorial inferior al municipio, que, 
aunque puedan mantenerse conforme a la legislación 
de las comunidades autónomas, reciben un claro me-
noscabo en su condición de entidad local tradicional. 

Igualmente es importante tener en cuenta que la 
fórmula de la remisión que hacía la antigua redacción 
del artículo 3.2 a la legislación básica, en relación con 
la creación de comarcas u otras entidades que agrupen 
municipios, a través de un procedimiento concreto, 
desaparece, y aunque es una variación muy semántica, 
puesto que se mantienen la redacción de los artículos 
42 a 44 LRBRL y la referencia a los correspondientes 
estatutos de autonomía con respecto a las comarcas u 

otras entidades que agrupen varios municipios, insti-
tuidas por las comunidades autónomas, se consagra 
una mayor interiorización de estas entidades, ya no 
solo para el caso de las comarcas catalanas, ya excep-
cionadas por la redacción original de la LRBRL, sino con 
un carácter general, seguramente vinculado al caso de 
Aragón, lo que no es seguramente ajeno al pacto PP-
PAR en dicha Comunidad en esta legislatura.

Por tanto, en el ámbito de la supramunicipalidad, 
las variaciones en cuanto al tipo de entidades locales 
no tienen una significativa alteración, puesto que se 
mantienen, lógicamente derivadas del artículo 3.1 LR-
BRL, las provincias e islas, en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 141 de la Constitución y por configuración 
legal básica de la LRBRL, y, por otra parte, en el artículo 
3.2, igualmente por el desarrollo de los preceptos de 
los artículos 141.3 y 152.3 de la Carta Magna, las refe-
rencias a comarcas u otras entidades que agrupen va-
rios municipios, a las áreas metropolitanas y a las man-
comunidades de municipios.

Debe reseñarse que de manera implícita se produce 
en toda la Ley una potenciación del rol de los entes 
supramunicipales, y especialmente de las diputaciones 
provinciales u otras entidades equivalentes, puesto que 
se establece, como había sido reclamado reiterada-
mente en la propia legislación básica, un número míni-
mo de habitantes para la creación y segregación de 
nuevos municipios, en concreto 5000, cifra prevista en 
la nueva redacción del artículo 13 de la LRBRL por el 
apartado cinco del artículo primero de la Ley 27/2013, 
que fomenta la fusión de municipios.

En ese aspecto debemos destacar que el nuevo ar-
tículo 13.5 de la LRBRL atribuye a las diputaciones pro-
vinciales o entidades equivalentes, en colaboración 
con la comunidad autónoma, la coordinación y super-
visión de la integración de los servicios resultantes del 
proceso de fusión.

En igual línea, debemos destacar que la atribución 
a la diputación de funciones de colaboración y asisten-
cia a los municipios está mucho más potenciada que la 
tradicional de la antigua redacción de la LRBRL, en los 
artículos 36 y siguientes, y es una de las características 
esenciales de la nueva legislación de Régimen Local, 
pero yendo mucho más allá, aunque respetando las 
determinaciones legales previstas en el dictamen del 
Consejo de Estado de fecha 26 de junio de 2013 sobre 
la versión original del Anteproyecto, que dio lugar, tras 
las variaciones comentadas, a la actual Ley.

En ese sentido, cabe comentar la atribución de los 
términos de coordinación y supervisión, en vez de 
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mera colaboración, sin darle trascendencia, puesto 
que el término supervisión implica la verificación de ac-
tuaciones inferiores, con las lógicas tutelas o condicio-
nantes, y asimismo el término coordinación, como ha 
sido reiteradamente apuntado, consiste en aplicar fun-
ciones que van más allá de la mera colaboración o coo-
peración, puesto que implican una facultad de direc-
ción o de plasmación de pautas comunes entre diver-
sos entes, que conforme a la legislación anterior no 
tenían las diputaciones.

En cualquier caso, la atribución a las diputaciones 
del carácter de sujetos de colaboración con las comu-
nidades autónomas para los procesos de alteración de 
términos municipales –que, recuérdese, son las deten-
tadoras de los títulos competenciales estatutarios de 
estas funciones–, implica una atribución por medio de 
la legislación básica estatal que puede incidir en el títu-
lo competencial autonómico y en la potestad de au-
toorganización de las referidas entidades, aunque ello 
tiene un indudable carácter racional, puesto que en 
comunidades autónomas de amplia dispersión geográ-
fica, la diputación estará mucho más cercana a la inte-
gración y supervisión de los servicios resultantes de 
varios municipios, dentro de la fusión de los términos y 
realidades de los antiguos municipios, ante el munici-
pio resultante de dicho proceso.

En la línea apuntada debemos destacar que la nue-
va redacción que se da al artículo 26.2 de la LRBRL 
atribuye de forma concreta a las diputaciones, en los 
municipios con población inferior a 20 000 habitantes, 
la coordinación de la prestación de los servicios de re-
cogida y tratamiento de residuos, limpieza viaria, abas-
tecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y 
tratamiento de aguas residuales, acceso a los núcleos 
de población, pavimentación de vías urbanas y alum-
brado público, estableciéndose en dicha relación una 
fórmula para la prestación de servicios mediante dicha 
coordinación.

Sin perjuicio de un posterior análisis más profundo 
del término “coordinación” y sus consecuencias jurídi-
cas, lo cierto es que, a diferencia del texto inicial del 
Anteproyecto, en el texto remitido a las Cortes se re-
quiere la conformidad municipal, lo cual ha sido pro-
gresivamente matizado en el trámite parlamentario.

Dentro del nuevo modelo que se plantea, es clave 
lógicamente la nueva articulación de las funciones y 
competencias de la diputación provincial. En ese senti-
do, el artículo 36 de la LRBRL queda modificado en su 
redacción actual por el apartado trece del artículo pri-
mero de la Ley de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local, atribuyendo a las diputaciones 
en primer lugar la competencia sobre coordinación de 
los servicios municipales obligatorios, para la garantía 
de la prestación integral y adecuada de lo previsto en 
el artículo 31.2, haciéndose coincidir, en buena lógica 
sistemática, con la regulación de los servicios obligato-
rios del artículo 26.2.

En dicha línea debemos destacar la existencia, por 
tanto, de un nivel de servicios de carácter supramunici-
pal, y en su caso supracomarcal, atribuido a las diputa-
ciones provinciales en su prestación, conforme a la de-
terminación del artículo 36.1.c) de la LRBRL, así como 
el fomento o en su caso, tal y como especifica expresa-
mente la Ley, la “coordinación de la prestación unifica-
da de servicios de los municipios de su respectivo ám-
bito territorial”; por tanto debemos destacar el nuevo 
papel de la diputación como prestadora de servicios 
directos, así como el de entidad de cooperación, cola-
boración y en muchos casos supervisión de la actividad 
municipal.

Esas funciones de asistencia se ven reduplicadas en 
relación con la tutela financiera, puesto que la incorpo-
ración a la LRBRL de un nuevo artículo 116 bis.3 por el 
apartado treinta del artículo primero de la Ley de racio-
nalización y sostenibilidad de la Administración Local, 
atribuye a dichas entidades provinciales la asistencia al 
resto de corporaciones locales, esto es, a los munici-
pios y entidades intermunicipales o supramunicipales 
no provinciales, para la elaboración y el seguimiento de 
la aplicación de las medidas contenidas en los corres-
pondientes planes económico-financieros, implanta-
dos tras los reales decretos-leyes 4 y 7/ 2012, y 8/2013.

Así, a la diputación corresponde proponer y coordi-
nar las medidas recogidas en los citados planes en re-
lación con la racionalización organizativa, la supresión 
de ámbitos de entidades de ámbito territorial inferior 
al municipio, propuesta de fusión del municipio con 
otro colindante, incremento de ingresos, gestión ínte-
gra de la coordinación de servicios obligatorios, y su-
presión de competencias que sean distintas a las pro-
pias y que no estén ejercidas por delegación.

Por otra parte, la gestión integrada por coordina-
ción de servicios tiene una regulación singular, comple-
mentaria a la actualmente recogida en el articulado 
tradicional de la Ley, puesto que se recoge una nueva 
disposición adicional 15.ª de la LRBRL (establecida por 
el artículo segundo, apartado cinco, de la Ley 27/2013), 
según la cual: “Cuando la Diputación o entidad equi-
valente acredite en un informe que el acuerdo de dos 
o más municipios para la gestión integrada de todos 

QDL_cast_34.indd   191 14/03/14   08:32



192
Cuadernos de Derecho Local (QDL)

ISSN: 1696-0955, núm. 34, febrero de 2014, pp. 162-195
Fundación Democracia y Gobierno Local

fernando garcía rubio

los servicios municipales que sean coincidentes conlle-
va un ahorro de al menos el 10% respecto al coste 
efectivo total en el que incurría cada municipio por se-
parado, el coeficiente de ponderación que resulte de 
aplicación a cada municipio de acuerdo con el artículo 
124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, se incrementará en 0,04. De la apli-
cación de esta regla no se podrá derivar, para cada 
ejercicio, un importe total superior al que resulte de lo 
dispuesto en el artículo 123 del texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales”.

Nuevamente se atribuye a la diputación la función de 
acreditar, en supervisión de los municipios, una circunstan-
cia que redundará en beneficio final de los mismos.

Por tanto, la Ley de racionalización y sostenibilidad 
de la Administración Local pretende en buena medida 
un reforzamiento de la figura de las diputaciones pro-
vinciales, tanto en sus funciones tradicionales de coo-
peración y asistencia, como mediante las nuevas fun-
ciones de prestación de servicios coordinadamente a 
través de la diputación hacia las poblaciones municipa-
les (menores de 20 000 habitantes), y de supervisión y 
tutela sobre las entidades locales. 

Ahora bien, no podemos hablar tan solo de diputa-
ciones provinciales desde el punto de vista de únicos 
gestores de las provincias como entidades locales, 
puesto que la Ley de racionalización y sostenibilidad de 
la Administración Local, en su disposición adicional ter-
cera, recoge la posibilidad de desaparición de estas fi-
guras, al menos en comunidades autónomas concre-
tas, puesto que remite de forma expresa, en el punto 2 
de dicha disposición adicional tercera, a los sistemas 
institucionales propios de las comunidades autónomas 
que cuenten con ellos, con una referencia a que las 
alusiones a las diputaciones se entenderán efectuadas 
a los entes locales supramunicipales, previstos en los 
correspondientes estatutos de autonomía, a los que se 
atribuyen competencias en materia de asistencia y 
cooperación a los municipios y prestación de servicios 
públicos locales.

Así, la otra entidad local de carácter supramunicipal 
recogida por la Constitución con existencia necesaria e 
indisponible, la isla, en los archipiélagos balear103 y ca-
nario104, no sufre alteraciones específicas por parte de 
la Ley, salvo su reforzamiento en paralelo a diputacio-
nes y comunidades autónomas uniprovinciales.

Igualmente, y en relación con otro tipo de entida-
des locales, además de la reforma anteriormente cita-
da del artículo 3.º de la LRBRL, se recoge en la disposi-
ción adicional sexta de la Ley 27/2013, bajo la referen-
cia “Comarcas”, que las previsiones de esta Ley se 
aplicarán respetando la organización comarcal en 
aquellas comunidades autónomas que en sus estatu-
tos de autonomía tengan expresamente atribuida la 
gestión de servicios supramunicipales, circunstancia 
esta que ya se recogía de forma implícita en la redac-
ción original y desde luego en la actual de la LRBRL, en 
relación con los servicios “supracomarcales”.

En resumen, y con respecto al contenido de la Ley 
en el ámbito supramunicipal, debemos resaltar, tal y 
como se especifica en la exposición de motivos de esta, 
que “Otra de las medidas adoptadas en la Ley es la de 
reforzar el papel de las Diputaciones Provinciales, Ca-
bildos, Consejos insulares o entidades equivalentes. 
Esto se lleva a cabo mediante la coordinación por las 
Diputaciones de determinados servicios mínimos en los 
municipios con población inferior a 20.000 habitantes 
o la atribución a estas de nuevas funciones como la 
prestación de servicios de recaudación tributaria, admi-
nistración electrónica o contratación centralizada en 
los municipios con población inferior a 20.000 habi-
tantes, su participación activa en la elaboración y se-
guimiento en los planes económico-financieros o las 
labores de coordinación y supervisión, en colaboración 
con las Comunidades Autónomas, de los procesos de 
fusión de Municipios”.

Por otra parte, y ahondando en cuanto al contenido 
de la Ley, debemos señalar en relación con este espacio 
su clara variación en la línea introducida por el dicta-
men del Consejo de Estado de 26 de junio de 2013 

103. En relación con los consells es de obligada lectura la obra de Luis cosculluela montaner, “El régimen local y los cabildos 
insulares en el Estatuto balear de 2007”, en Alberto ruiz ojeda (coord.), El gobierno local. Estudios en homenaje al profesor Luis 
Morell Ocaña, Iustel – Cosital, 2010, págs. 283 a 396; y por otro lado, Luciano Parejo alfonso, “La cuestión de la organización 
del gobierno y la administración insulares en la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares”, Revista de Estudios de la 
Administración Local, núm. 291, enero-abril 2003, págs. 891 a 924.

104. Con respecto a los cabildos desde una perspectiva general puede consultarse Francisco villar rojas y Carlos de la 
concha BerGillos, “Régimen especial canario”, en Santiago muñoz machado (dir.), Tratado de derecho municipal, tomo IV, 3ª 
edición, Iustel, 2011; más antiguo, sobre el régimen específico de los cabildos, puede analizarse Joaquín valle Benítez, “Los 
cabildos insulares”, en Alejandro nieto (dir.), Estudios de Derecho Administrativo Especial Canario, Cabildo Insular de Tenerife, 
1967 (reimpresión de 1994), págs. 69 a 84.
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sobre el Anteproyecto; así, en primer lugar, el artículo 
3.1 de la nueva LRBRL queda redactado conforme a 
que las entidades locales de carácter básico en todo el 
territorio nacional son municipio, provincia, e isla en los 
archipiélagos balear y canario, lo que implica la necesi-
dad de la existencia de instituciones locales en el ámbi-
to provincial o insular con funciones de asistencia y coo-
peración, pero también, en la nueva redacción que se 
otorga a los artículos 26.2 y 36 de la Ley de Bases, con 
funciones de prestación de servicios y, como veremos 
posteriormente, y de especial importancia, de supervi-
sión de entidades locales municipales en algunos as-
pectos.

Por otra parte, en el espacio supramunicipal se si-
guen recogiendo como entidades locales, en el artículo 
3.2, las comarcas u otras entidades instituidas por las 
comunidades autónomas para la agrupación de muni-
cipios, las áreas metropolitanas y las mancomunidades 
de municipios, suprimiéndose el carácter de entidad 
local y la personalidad jurídica de las entidades de ám-
bito territorial inferior al municipio, que quedan confi-
guradas como órganos desconcentrados de los muni-
cipios en el supuesto de que se instituyan. 

La opción legislativa es, por tanto, no entrar en una 
reforma local general e intensiva, sino simplemente ac-
tuar en el fomento de la fusión de los municipios, con 
la redacción dada por la nueva Ley al artículo 13 LRBRL. 
En ese sentido, sí se otorga un nuevo papel a la dipu-
tación en relación con una atribución especifica en esta 
materia que es la prevista en el apartado 5 del artículo 
13, consistente en que, en colaboración con la comu-
nidad autónoma, “coordinará y supervisará” la inte-
gración de los servicios para los municipios que salgan 
de los convenios de fusión; aunque no queda claro, 
específicamente desde un punto de vista técnico, si es 
para los municipios que se fusionen por el régimen ge-
neral previsto por la legislación de las comunidades 
autónomas o supletoriamente por el reglamento de 
población y demarcación territorial, o para los munici-
pios que se prevea integrar mediante los convenios de 
fusión nuevamente regulados por la redacción que 
pretende otorgarse al artículo 13 de la LRBRL.

Esa función de coordinación, y su novedosa atribu-
ción de supervisión de la integración de servicios, se 
realiza, como ya hemos apuntado, en colaboración 
con las comunidades autónomas, circunstancia esta 
que es un exceso del legislador estatal básico, puesto 
que la colaboración incide en el ámbito de los dos en-
tes que colaboran, y uno de ellos, las comunidades au-
tónomas, son entes dotados de autonomía y compe-

tencia legislativa, especialmente en las comunidades 
autónomas con estatuto reformado, con mayor inten-
sidad en materia de régimen local. 

En esa línea, la coordinación, que no cooperación 
prevista, o colaboración dispuesta por el artículo 13.5, 
puede adolecer a la vista de la redacción otorgada de 
algún problema con respecto a la competencia.

La verdadera novedad en materia supramunicipal 
de la Ley con respecto a la legislación vigente, es la 
coordinación en la prestación de los servicios de carác-
ter obligatorio para los municipios de menos de 20 000 
habitantes, prevista tras la nueva redacción del artículo 
26, apartado 2, de la LRBRL, la cual supone que la dipu-
tación propondrá, con la conformidad –eso sí– de los 
municipios afectados, las fórmulas para la prestación de 
esos servicios, aunque es el Ministerio el que decide, 
con informe de la comunidad autónoma. También pre-
vé que la diputación debe acreditar en un informe, a 
petición de un municipio, que se puede eximir de dicha 
coordinación, en el supuesto de que el servicio prestado 
por el municipio tenga un coste efectivo menor que su 
integración o coordinación a nivel provincial.

Para coordinar la citada prestación de servicios la 
diputación propondrá, con la conformidad de los mu-
nicipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas la forma de prestación, consisten-
te en la prestación directa por la diputación o la im-
plantación de fórmulas de gestión compartida a través 
de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. 
Para reducir los costes efectivos de los servicios el men-
cionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formu-
lada que deberá contar con el informe preceptivo de la 
comunidad autónoma si es la Administración que ejer-
ce la tutela financiera. 

Cuando la diputación o entidad equivalente asuma 
la prestación de estos servicios, repercutirá a los muni-
cipios el coste efectivo del servicio en función de su 
uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas 
y asume su prestación la diputación o entidad equiva-
lente, será a esta a quien vaya destinada la tasa para la 
financiación de los servicios.

Cuando la diputación o entidad equivalente acredi-
te en un informe, a petición del municipio, que este 
puede prestar estos servicios con un coste efectivo me-
nor que el derivado de la forma de gestión decidida 
por la diputación provincial o entidad equivalente, el 
municipio podrá asumir la prestación y coordinación 
de estos servicios. 

Una intervención de las diputaciones que lógica-
mente debe entenderse, en el caso de las comunida-
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fernando garcía rubio

des autónomas uniprovinciales, de las comunidades 
autónomas.

Otra cuestión a reseñar es la nueva redacción del 
artículo 27.2 LRBRL en cuanto a que la Administración 
delegante (Estado o comunidades autónomas) podrá 
solicitar la asistencia de las diputaciones provinciales o 
entidades equivalentes para la coordinación y el segui-
miento de las delegaciones. 

En relación con el Estado, no existe ninguna duda 
de la juridicidad o adecuación al marco constitucional 
de competencias de dicha delegación, pero con las co-
munidades autónomas, como posteriormente analiza-
remos, sí se puede hacer algún reparo o matización. 

Por otro lado, el artículo 32 bis aborda la necesidad 
de que el personal directivo de la diputación ostente 
carácter funcionarial, como no podía ser menos en los 
términos previstos por la LOFAGE y por la propia  
LRBRL, aunque la práctica dista mucho de dicha situa-
ción.

La mayor modificación a tener en cuenta del ámbi-
to de la Ley 7/1985 en relación con las diputaciones 
provinciales, es la de las funciones y competencias de 
estas, previstas en el artículo 36 LRBRL, que son reves-
tidas de una nueva redacción muy importante en rela-
ción con el texto originario, puesto que se les atribuye, 
en el apartado 1.a), la coordinación de los servicios 
municipales entre sí para la garantía de la prestación 
integral y adecuada, así como, en el apartado c), el 
fomento o, en su caso, coordinación de la prestación 
unificada de servicios de los municipios de su respecti-
vo ámbito territorial.

Igualmente, se recogen las funciones de coordina-
ción previstas en el artículo 116 bis de la LRBRL, y las 
funciones de recaudación y apoyo a la gestión finan-
ciera de los municipios de menos de 20 000 habitan-
tes, en los apartados e) y f); y finalmente, para dichos 
municipios de menos de 20 000 habitantes, la presta-
ción de los servicios de administración electrónica y la 
contratación centralizada, en el apartado g).

En todo este conjunto de funciones de las diputacio-
nes provinciales, tienen especial importancia las de coor-
dinación con respecto a la prestación de servicios muni-
cipales obligatorios y al incumplimiento de la garantía 
del coste efectivo de los servicios, puesto que otras fun-
ciones de recaudación tributaria y apoyo a la gestión fi-

nanciera en los municipios de menos de 20 000 habi-
tantes podían entenderse ya en las de cooperación y 
colaboración, que Cosculluela denomina auxilio. 

Pero con el citado carácter general, aparte de esas 
funciones de auxilio tradicional, debemos destacar las 
novedosas de prestación de los servicios de administra-
ción electrónica recogidos por la Ley estatal de servi-
cios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico, que requieren lógicamente de un ingente 
esfuerzo económico y técnico que muchos pequeños 
municipios no pueden realizar, y por ello su atribución 
a las diputaciones o –reiteramos– comunidades autó-
nomas uniprovinciales, e incluso a otras entidades re-
presentativas de las provincias que no tengan el carác-
ter de diputación, como es el caso de las diputaciones 
forales y pudiera ser en el ámbito catalán el de las ve-
guerías, si se adaptaran a las determinaciones de la 
STC 31/2010, puesto que son el ámbito adecuado de 
prestación.

De hecho, en cuanto a la contratación administrati-
va centralizada, cabe recordar que en la Ley 30/2007, 
de Contratos del Sector Público, y en la actual redac-
ción del texto refundido de dicha Ley dada por el Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, se re-
coge la posibilidad de la contratación centralizada, que 
en el ámbito local se atribuye a las diputaciones provin-
ciales.

6. Consecuencias sobre las tipologías de en-
tidades supramunicipales. El caso de los con-
sorcios en Andalucía

Entre los diversos tipos de entidades locales intermuni-
cipales (denominación que ha sido utilizada por Ángel 
Sánchez Blanco105 y José Miguel Carbonero Gallar-
do106) de carácter supramunicipal, sobre cuya diferen-
cia abundaremos mas tarde, debemos destacar, tal y 
como ha afirmado Alfredo Galán Galán107, entre aque-
llas entidades de creación potestativa por parte de la 
comunidad autónoma, fundamentalmente las comar-
cas y las áreas metropolitanas, con base para el caso 
andaluz en el artículo 59 a) del Estatuto, aprobado por 
la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma 
del Estatuto de Autonomía.

105. Ángel sánchez Blanco, Organización intermunicipal, Iustel, 2006.
106. José Miguel carBonero Gallardo (dir.), La intermunicipalidad en España, MAP, 2005.
107. Alfredo Galán Galán, “La organización intermunicipal en los estatutos de autonomía: comunidades autónomas y 

gobiernos locales”, en Manuel zafra víctor (coord.), Relaciones institucionales entre comunidades autónomas y gobiernos 
locales, Instituto Andaluz de Administración Pública, Sevilla, 2008, págs. 84-86.
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Mientras que, por otra parte, estarían las agrupa-
ciones voluntarias o asociaciones de municipios y otras 
entidades locales que, igualmente con carácter dispo-
sitivo, recaen en la potestad del municipio y la provin-
cia, que son las mancomunidades, y, en el caso pecu-
liar de Andalucía, los consorcios locales, basándose 
estas entidades en la potestad de autoorganización y 
en la libertad de asociación, tanto de los municipios 
como de las provincias, y, lógicamente, en el principio 
de autonomía local.

Todo ello de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 63.1 en relación con el 78.1 de la Ley 5/2010, 
de 11 de junio, de autonomía local de Andalucía, nor-
ma que desarrolla las disposiciones estatutarias en ma-
teria de régimen local.

Y así la LAULA recoge en su artículo 78.3 al consor-
cio108 como entidad local, circunstancia esta no ampa-
rada por la legislación básica estatal, ni en la redacción 
anterior a la Ley de racionalización y sostenibilidad, ni 
en la que se deriva de dicho texto legislativo, puesto 
que el artículo 3 de la LRBRL no menciona en ningún 
momento a los consorcios. 

Ahora bien, dicha entidad tiene su personalidad ju-
rídica prevista expresamente también en la legislación 
básica estatal, en el artículo 87 LRBRL, pero el otorga-
miento de la condición de entidad local o no, no está 
amparado por la legislación básica estatal, por lo que 
debe plantearse si el legislador autonómico tiene capa-
cidad en ese sentido, lo cual, a parte del caso andaluz 
ya referido, que tiene su fundamento en el artículo 
78.3 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, ha sido asumido 
de forma expresa por la Ley 5/1997, de 22 de julio, de 
Administración Local de Galicia, y por la Ley 20/2006, 
de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las 
Illes Balears.

En cualquier caso, entendemos que no existe una 
contradicción con la legislación estatal, puesto que en 
el propio texto del artículo 3.2 de la LRBRL se hace una 
remisión a la legislación autonómica, pudiéndose en 
nuestra opinión distinguir en el régimen jurídico de los 
consorcios tres ámbitos:

El estatal, previsto en el artículo 6 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-

nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, y que, tras la Ley de Racionalización, regula 
también la obligación de adscripción a una Administra-
ción, tal y como se recoge en la disposición adicional 
vigésima de la LRJPAC conforme a la redacción de la 
disposición final segunda de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre.

El autonómico, derivado de las legislaciones auto-
nómicas correspondientes, cada una en su potestad de 
autoorganización, y, como parece evidente y prototípi-
co, es el caso de los consorcios urbanísticos que tienen 
dicho régimen jurídico autonómico en su ámbito con-
trolador.

Y finalmente los consorcios locales, tal y como se 
regulan por la Ley andaluza de autonomía local, que 
en buena medida debe respetar el principio básico es-
tatal.

En ese sentido, la propia Ley de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local incide en la 
necesidad de la adscripción de los consorcios a una Ad-
ministración, y, por tanto, su regulación jurídica ha de 
ser conforme a la norma de régimen jurídico de esa 
Administración de adscripción, determinándose por el 
ente que mayor aportación económica realice, nombre 
a la mayoría de los miembros del órgano de dirección, 
etc., en una línea muy vinculada a la doctrina del Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea sobre el concepto 
de entidad pública a los efectos de la contratación. 

Conforme a esa caracterización, la propia Ley de 
Racionalización recoge expresamente a los consorcios 
de las entidades locales en su peculiaridad, prevista por 
el artículo 87 LRBRL, de presencia de entidades priva-
das sin ánimo de lucro, excluyendo, a los efectos de la 
adscripción, la aportación de esas entidades en tanto 
en cuanto necesariamente deben adscribirse los con-
sorcios a una Administración Pública.

No obstante la limitación para la constitución de 
consorcios prevista por el artículo 57 de la LRBRL, tal y 
como se determina en el artículo primero, apartado 
dieciséis, de la Ley 27/2013, debe considerarse prácti-
camente como algo accesorio, dado el régimen de ex-
cepciones establecidas por las disposiciones transito-
rias sexta y séptima de la Ley de racionalización. ■

108. Con respecto a esta materia, véase Francisco toscano Gil, “La cooperación territorial. Entidades e instrumentos para 
la cooperación territorial: mancomunidades, consorcios, convenios y redes de cooperación”, en José Luis rivero ysern (dir.), 
Derecho local de Andalucía, Iustel, 2012, págs. 293 a 336.
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